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INTRODUCCIÓN  
 
En el año 2017, el Perú sufrió dos fenómenos que afectaron el sistema educativo y el normal 
desarrollo del año escolar. En el primer trimestre del año, el Fenómeno El Niño Costero 
impactó gravemente la vida, salud e integridad de miles de personas en muchas regiones 
del país, y también destruyó la infraestructura de servicios públicos importantes como los 
servicios sanitarios y educativos. Producto de ello, el Estado, a través de un órgano creado 
ad hoc –la Autoridad de Reconstrucción con Cambios- tendrá que invertir en la mejora de 
más de 1500 locales escolares en todo el país. 
 
Luego, en junio del 2017, se inició una huelga de profesores en la región Cusco, la misma 
que se fue extendiendo a diversas regiones del país hasta tener alcance nacional, y que 
implicó aproximadamente 10 semanas de pérdida de clases. Ese año, el Ministerio de 
Educación decidió suspender la evaluación censal de estudiantes. La Defensoría del 
Pueblo realizó una supervisión nacional al proceso de recuperación de clases cuya principal 
conclusión fue que dicho proceso no cumplió con restituir el derecho a la educación de miles 
de estudiantes, afectado por la suspensión de clases.1  
 
Tres años después, el sistema educativo, y el país en su totalidad, enfrentan otra grave  
situación de emergencia, esta vez sanitaria, que afecta la prestación del servicio educativo 
en las condiciones que tradicionalmente se ha practicado la educación presencial con el 
docente en el aula interactuando con sus estudiantes.  
 
La pandemia por el virus COVID-19 ha llevado al país a una situación de aislamiento social 
obligatorio dispuesto por el Gobierno Nacional. El COVID-19 pone en grave peligro la vida 
y la salud de las personas, principalmente de las poblaciones vulnerables con condición de 
inmunosupresión. Empero, sus efectos negativos también inciden en los medios de 
producción y trabajo de la sociedad, la economía familiar y nacional, y en la forma como las 
personas interactúan entre ellas y con el mundo exterior. Evidentemente, el COVID-19 
afecta también a la educación.  
 
En ese contexto, la Defensoría del Pueblo, a propósito del Día Mundial de la Educación, ha 
expresado su posición institucional respecto a los retos que tiene la educación en plena 
pandemia, en el sentido de que el Estado tiene la obligación de garantizar el derecho a la 
educación y todos sus componentes de accesibilidad, disponibilidad, calidad y 
adaptabilidad. Para cumplir con ello, el Ministerio de Educación debe emitir un marco 
normativo con lineamientos de educación a distancia, principios que la orientan, 
responsabilidades de las entidades involucradas en el servicio educativo, así como los 
órganos responsables de supervisar y monitorear el servicio educativo remoto.2  
 

                                                           
1 En el Informe de Adjuntía N° 02-2018-DP/AAE. El derecho a la educación en un contexto de huelga: 

supervisión al proceso de recuperación de clases. Ver: https://www.defensoria.gob.pe/wp-
content/uploads/2018/05/Informe-de-Adjuntia-002-2018-DP-AAE.pdf 
2 En la Nota de Prensa de la Defensoría del Pueblo N° 117/OCII/DP/2020. Ver: 

https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2020/04/NP-117-2020.pdf 

https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2018/05/Informe-de-Adjuntia-002-2018-DP-AAE.pdf
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2018/05/Informe-de-Adjuntia-002-2018-DP-AAE.pdf
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2020/04/NP-117-2020.pdf
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Asimismo, la Defensoría del Pueblo reconoce que cumplir con dicha obligación constituye 
un reto mayúsculo en un país como el nuestro, caracterizado por la falta y deficiencia de 
servicios públicos como electricidad e internet, por la situación de pobreza y pobreza 
extrema en zonas rurales del país, entre otras razones.  
 
El objetivo del presente informe es hacer un balance de las obligaciones que debe cumplir 
el Estado para garantizar el acceso a la educación de la población durante el periodo de la 
pandemia, y de los retos y obstáculos del sistema educativo que afectan las condiciones 
cumplir ese propósito.  
 
Este informe abordará la situación de la escuela pública rural y de los colegios privados de 
bajo costo. Las variables que se desarrollan en este informe son predicables respecto de 
todo el sistema educativo, sin embargo, ellas inciden principalmente en estos dos tipos de 
instituciones educativas, y afecta las condiciones para que su población escolar ejerza de 
manera plena y efectiva su derecho a una educación de calidad.  
 
La ruralidad es un fenómeno complejo y su estudio requiere abordarla desde múltiples 
enfoques, tales como el geográfico, cultural, demográfico, económico, social y el de 
mecanismos de producción de riqueza, entre otros. La comprensión de todos estos 
enfoques es fundamental para la planificación e implementación de políticas públicas 
destinadas a mejorar las condiciones de vida de la población de zonas rurales.  
 
Lo rural puede caracterizarse como aquel ámbito geográfico con población no extensa y 
por la distancia respecto a un centro urbano o capital de provincia. Las escuelas rurales, 
además, también se caracterizan por la precariedad de su infraestructura, el acceso limitado 
a servicios públicos de calidad y la atomización de su población escolar. En efecto, 1 millón 
200 mil niños, niñas y adolescentes estudian en más de 51 mil escuelas públicas rurales, 
haciendo un ratio de 23,5 estudiantes por escuela pública rural.  
 
Esta realidad condicionó en gran medida el surgimiento en el sistema educativo público de 
las instituciones educativas de tipo multigrado. La lejanía, las condiciones precarias y la 
reducida y dispersa población escolar llevaron al Estado a brindar atención educativa con 
profesores que debían atender a niños de diferentes edades y grados, o incluso con un 
único profesor en la escuela. La política de formación docente no ha contribuido con formar 
profesores idóneos para la atención de estudiantes en escuelas rurales y de tipo multigrado.  
 
Por el contrario, la oferta educativa privada es un fenómeno casi exclusivamente urbano, 
pues de los 25 mil colegios privados existentes en el sistema educativo apenas 429 se 
ubican en zona rural. Ese universo atiende a más de 2 millones de estudiantes, por lo que 
la ratio es de 80 estudiantes por institución educativa privada, aproximadamente. 
 
Dentro del conjunto de colegios privados existen realidades complejas, diversas e incluso 
diametralmente opuestas. En ese universo existe una oferta educativa dirigida a una élite 
económica, con pensiones superiores a los mil soles; existe otra oferta dirigida a familias –
se diría de clase media- que pueden asumir pensiones inferiores a los mil soles pero 
superior a los 500 soles; y, finalmente, existe una mayoritaria oferta educativa de bajo costo, 
dirigida a familias que pagan pensiones menores a los 500 soles.  
 
Este último subgrupo de colegios privados con oferta educativa inferior a los 500 soles de 
pensión constituye los denominados de bajo costo, cuya presencia es principalmente 
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urbano marginal. Este tipo de colegio privado surgió principalmente por la expansión de la 
oferta educativa promovida por la legislación de la década del 90 (Decreto Legislativo N° 
882) y por el crecimiento económico iniciado en el país aproximadamente desde el año 
2004.  
 
Como se puede observar, la realidad de la escuela pública rural y del colegio privado de 
bajo costo es variada, compleja y constituye por sí propia un reto para el sistema educativo 
el planteamiento de políticas públicas destinadas a esa población escolar. En razón a ello, 
con base en datos e información oficiales, el presente informe analizará la situación dentro 
del sistema educativo peruano de algunas variables que condicionan el acceso a una 
educación de calidad.  
 
Por otra parte, las escuelas rurales y los colegios privados de bajo costo han sido objeto de 
estudio por parte de la Defensoría del Pueblo, a través de dos supervisiones nacionales y 
dos supervisiones regionales. De manera que el análisis y conclusiones de este documento 
se apoyan en los datos y los hallazgos propios de la institución,  así como en la información 
oficial de diversas entidades públicas, como el Ministerio de Educación (Minedu) y el 
Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI). 
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1. EL DERECHO A LA EDUCACIÓN EN UN CONTEXTO DE 

EMERGENCIA 
 

La educación es un derecho humano reconocido en diversos tratados internacionales sobre 
la materia, principalmente en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (PIDESC), en su artículo 13, y en el ámbito del sistema interamericano de 
protección de derechos humanos, en el artículo 13 del Protocolo de San Salvador. 
 
A su vez, el artículo 13 de la Constitución Política reconoce el derecho a la educación, y 
establece que la educación tiene por finalidad el desarrollo integral de la persona humana, 
noción que es un reflejo del desarrollo y conceptualización que ha tenido la educación en 
el derecho internacional.  
 
La elaboración del concepto de derecho a la educación y su contenido más completo lo ha 
efectuado el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de 
Naciones Unidas (ONU), en su Observación General N° 13. La Defensoría del Pueblo, 
como institución nacional de derechos humanos, se adscribe a dicho contenido.  

 
La Observación General N° 13 inicia señalando que “la educación es un derecho humano 
intrínseco y el principal medio para realizar otros derechos humanos”. La educación permite 
a todas las personas salir de la pobreza y poder desarrollar su proyecto de vida en libertad 
y con autonomía, y otorga a las personas en condición de vulnerabilidad mayores 
oportunidades para salir de dicha situación. Como correlato de ello, la educación también 
es el medio para el desarrollo de las sociedades.  
 
De acuerdo a la citada observación general, la educación, en todas sus formas y en todos 
sus niveles, debe tener los siguientes componentes interrelacionados:  

 
a) Disponibilidad: deben existir instituciones y programas educativos en cantidad 

suficiente para la atención de las personas; además, este componente también 
comprende las condiciones necesarias para que dichas instituciones y programas 
funcionen, tales como la infraestructura y mobiliario escolar, los servicios públicos, 
el personal docente, y los materiales y recursos educativos, entre otros factores.  
 

b) Accesibilidad: las instituciones y programas educativos deben ser accesibles para 
todas las personas. Este componente comprende, a su vez, tres dimensiones:  

 

 No discriminación: la educación debe ser accesible a todos, especialmente 
a las poblaciones vulnerables, sin discriminación por ninguno de los motivos 
prohibidos.  
 

 Accesibilidad material: la educación debe ser accesible materialmente, ya 
sea por su ubicación geográfica o por medio de la tecnología. 
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 Accesibilidad económica: la educación debe estar al alcance de todos, 
debiéndose brindar educación pública de manera gratuita en la educación 
básica u obligatoria.  

 
c) Aceptabilidad: está referida a la forma y al fondo de la educación, que comprende 

los programas de enseñanza y los métodos pedagógicos, es decir, qué se enseña 
y cómo se enseña, deben ser de calidad.  
 

d) Adaptabilidad: significa que la educación debe tener la flexibilidad necesaria para 
adaptarse a las necesidades de las sociedades y comunidades en transformación, 
así como responder a las necesidades especiales de las y los estudiantes.  

 
Sobre este contenido del derecho a la educación, la Observación General N° 13 establece 
además dos aspectos fundamentales para comprender la educación que se brinda en una 
comunidad. Primero, que todos esos componentes se interrelacionan y deben de estar 
presentes en toda la educación existente en un Estado, es decir, se trate de la educación 
básica o superior, o la brindada por instituciones públicas o privadas.  
 
Por otra parte, todos esos componentes del derecho a la educación no sólo deben 
respetarse en todo servicio educativo que se brinde en un Estado, sino que ese contenido 
debe estar destinado a cumplir con la finalidad de la educación, que no es otra que el 
desarrollo integral de la persona humana. Inclusive esta idea ha sido recogida y 
desarrollada en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, en el sentido que la educación 
brindada en el Perú tiene por fin constitucional el desarrollo integral de la personalidad 
humana.3 
 
Esta conceptualización del derecho a la educación desarrollada por el derecho internacional 
de los derechos humanos, y reconocido en nuestro sistema jurídico constitucional, permiten 
fundamentar que durante las situaciones de emergencia que atraviesan las sociedades, 
persiste la obligación de los Estados de respetar, proteger y cumplir con los derechos 
humano, inclusive con el derecho a la educación.  
 
Los estados de emergencia en sí mismos constituyen situaciones que afectan y ponen en 
peligro los derechos humanos, pudiendo agravar las condiciones de vulnerabilidad de miles 
de personas. En esa medida, el Estado debe garantizar el acceso a una educación de 
calidad para que las personas puedan superar dichas situaciones adversas, como la 
pobreza, exclusión y desigualdad.  
 
En el contexto de la pandemia por el COVID-19 y la lucha iniciada por el Estado peruano 
para detener la propagación de ese virus, mediante la inmovilización social obligatoria, la 
educación debe continuar por los medios que el sistema educativo establezca con base a 
su carácter flexible, descentralizado y participativo.4  
 
Ello significa que el Estado, a través del Gobierno Nacional, los Gobiernos Regionales y 
Locales, debe asegurar la existencia de formas de enseñanza a distancia durante el periodo 
de la inmovilización social obligatoria, que ésta sea accesible a todas las personas, que 
dicha enseñanza cumpla con los contenidos pedagógicos de calidad que el sistema 

                                                           
3 Sentencia del pleno del Tribunal Constitucional: Expediente N° 00017-2008-PI/TC. 
4 Ley General de Educación, artículo 63, establece las características de la gestión del sistema educativo.  
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educativo establece (mediante las competencias contenidas en el Currículo Nacional de la 
Educación Básica), y que, además, esa enseñanza a distancia o remota se adapte a las 
especiales necesidades de estudiantes en condición de vulnerabilidad, como las personas 
con discapacidad y los pueblos indígenas.  
 
Además, en la elaboración y ejecución de medidas y políticas públicas destinadas a cumplir 
con estos componentes, el Estado debe garantizar que el servicio educativo que se brinde 
a las y los estudiantes, les permitan alcanzar los logros de aprendizaje. Para ello, es 
fundamental el rol de monitoreo, supervisión y fiscalización que deben cumplir las instancias 
de gestión educativa descentralizada, bajo el liderazgo técnico-político del Ministerio de 
Educación.  
 
Por otra parte, en el contexto de la pandemia por el COVID-19, los organismos 
internacionales de protección de derechos humanos han establecido normas destinadas a 
proteger a las personas frente al Estado, de manera que sus acciones en el combate contra 
el COVID-19 no constituyan limitaciones irrazonables a los derechos humanos o, inclusive, 
una regresión de las prestaciones de los derechos económicos y sociales, como la salud, 
el trabajo, la seguridad social, la vivienda o la educación.   
 
En esa línea, la ONU ha publicado las “Directrices esenciales para incorporar la perspectiva 
de derechos humanos en la atención a la pandemia por COVID-19”.5 Este documento 
organiza lo expresado por la Alta Comisionada de la ONU para los Derechos Humanos, y 
señala expresamente que en aquellos países que han adoptado restricciones a la libertad 
de movilidad y tránsito en el marco de la lucha contra la propagación del COVID-19, “los 
gobiernos deben utilizar todos los medios disponibles, incluyendo el aprendizaje a distancia, 
para continuar el acceso a la educación, especialmente para niños y adolescentes”. 
 
De igual manera, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha aprobado la 
Resolución N° 1/2020, “Pandemia y Derechos Humanos en las Américas”, el cual establece 
que, respecto al derecho a la educación, “los Estados deben disponer de mecanismos que 
permitan a los NNA seguir con el acceso a la educación y con estímulos que su edad y nivel 
de desarrollo requieran”.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

                                                           
5 Ver: https://acnudh.org/load/2020/04/V1.1_Directrices_ONU-DH_Covid19-y-Derechos-Humanos.pdf 

https://acnudh.org/load/2020/04/V1.1_Directrices_ONU-DH_Covid19-y-Derechos-Humanos.pdf
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2. PANORAMA GENERAL DEL SISTEMA EDUCATIVO 

PERUANO 
 
La Ley N° 28044, Ley General de Educación (LGE), establece los lineamientos generales 
de todo el sistema educativo peruano, precisando los fines y principios de la educación 
peruana, la estructura del sistema educativo, los miembros y responsabilidades de la 
comunidad educativa, así como el rol del Estado, de la sociedad y de la empresa.  

 
La LGE establece que la educación es un derecho y un servicio público, que cuando es 
brindado por el Estado tiene carácter gratuito; además, reconoce el derecho de las 
personas naturales y jurídicas privadas de crear y dirigir instituciones educativas.  

 
Con relación a los principios de la educación peruana desarrollados en el artículo 8 de la 
citada ley, cabe resaltar los siguientes:  
 

 Principio de equidad, la ley garantiza a todos y todas iguales oportunidades de 
acceso, permanencia y trato en el sistema educativo.  
 

 Principio de inclusión, se incorpora al sistema educativo a las personas en situación 
de vulnerabilidad, en especial en ámbitos rurales, de manera que se supere la 
pobreza y desigualdades que las afectan.  

 

 Principio de calidad, busca asegurar condiciones adecuadas para una educación 
integral, pertinente, abierta, flexible y permanente.  

 
El artículo 25 de la LGE caracteriza el sistema educativo peruano como integrador y flexible, 
porque articula todos sus elementos de manera que permite a los estudiantes organizar y 
progresar en su trayectoria educativa. A su vez, estructura el sistema educativo 
organizándolo en etapas, niveles, modalidades, ciclos y programas.  
 
Asimismo, el artículo 27 de la LGE define a la educación a distancia como una modalidad 
del sistema educativo, que se caracteriza por la interacción simultánea o diferida entre los 
actores del proceso educativo, “facilitada por medios tecnológicos que propician el 
aprendizaje autónomo”. La educación a distancia puede aplicarse a la educación básica o 
superior, y tiene por finalidad complementar, reforzar o reemplazar la educación presencial, 
atendiendo las necesidades de las personas.  
 
Por su parte, el reglamento de la Ley General de Educación señala que el Ministerio de 
Educación establece “los lineamientos generales que regulan el funcionamiento, régimen 
académico y certificación de los estudios en la institución educativa pública y privada de 
Educación a Distancia”. A su vez, las instancias de gestión educativa descentralizada deben 
supervisar los servicios de educación a distancia, así como “la infraestructura, los recursos 
tecnológicos y las actividades educativas que se desarrollan”.6 

 
Por otro lado, la Ley Nº 27818 – Ley de Educación Bilingüe Intercultural regula la obligación 
del Estado de garantizar el derecho a la educación de los estudiantes indígenas en armonía 

                                                           
6 Aprobado por Decreto Supremo N° 011-2012-ED, artículo 20. 
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a lo prescrito por el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). Este 
derecho debe ser igual en calidad, eficiencia, accesibilidad y en todos los demás aspectos 
previstos para la población en general, debiendo contar con metodologías educativas 
pertinentes, materiales y enseñanza que respeten la cultura y el idioma originario de los 
educandos7. 
 
El sistema educativo comprende dos etapas: la educación básica y la educación superior, 
cada una de las cuales persigue unos objetivos específicos pero siempre enmarcados 
dentro del desarrollo de la persona humana. A su vez, la educación básica se organiza en 
tres modalidades educativas: la educación regular, la educación alternativa y la educación 
especial; y en tres niveles educativos: la educación de nivel inicial, de nivel primaria y de 
nivel secundaria.  
 
Si bien el Ministerio de Educación es el responsable de definir, dirigir y articular la policía 
educativa, según la LGE, ello no significa que todas las competencias y deberes recaigan 
en dicho ministerio. Los Gobiernos Regionales tienen competencias y responsabilidades 
directas sobre el servicio educativo que deben cumplir, a través de las Direcciones 
Regionales de Educación (DRE) y las Unidades de Gestión Educativa Local (UGEL).  
 
En efecto, según el artículo 63 de la LGE, la gestión del sistema educativo es 
“descentralizada, simplificada, participativa y flexible”. De acuerdo al reglamento de la LGE, 
que la gestión sea descentralizada significa que se ejecuta por las instancias de gestión 
educativa descentralizada (DRE y UGEL), según las competencias y funciones asignadas 
por la ley, y con pleno respeto a la autonomía pedagógica de las instituciones educativas.  
 
Al respecto, la LGE (artículo 76) señala que la DRE es “responsable del servicio educativo 
en el ámbito de su respectiva circunscripción territorial”, y “asegura los servicios educativos 
y los programas de atención integral con calidad y equidad en su ámbito jurisdiccional”. A 
su vez, respecto a las UGEL, la LGE señala que tienen por función “regular y supervisar las 
actividades y servicios que brindan las Instituciones Educativas” (artículo 74, literal c). 
 
Con relación al servicio educativo privado, el artículo 5 de la LGE señala que toda persona 
natural o jurídica tiene derecho a constituir y conducir colegios y programas educativos, y 
que el Estado reconoce, supervisa y regula la educación privada con respeto a los principios 
constitucionales.  
 
A su vez, la Ley N° 26549, Ley de Centros Educativos Privados, regula las actividades de 
los centros y programas educativos privados. En dicha regulación se establece aspectos 
importantes como los requisitos para brindar el servicio educativo privado, los cobros 
permitidos por prestar dicho servicio, el deber de información a las familias, así como el 
deber de supervisión del Estado, a través de la UGEL y DRE.  
 
Este panorama muy general del sistema educativo peruano y su estructura debe incluir 
también en cifras del universo de instituciones y  estudiantes, de manera que se comprenda 
la dimensión del reto que constituye garantizar el servicio educativo durante el periodo de 
la emergencia sanitaria.  

                                                           
7 La implementación de este servicio educativo ha sido desarrollada en el Informe Defensorial Nº 174 – 
“Educación Intercultural Bilingüe hacia el 2021. Una política de Estado imprescindible para el desarrollo de los 
pueblos indígenas” 
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De acuerdo a los datos recogidos en la plataforma Escale de la Unidad de Estadística del 
Ministerio de Educación8, en el año 2019, hubo 107 mil 142 instituciones educativas de 
educación básica regular (EBR), de las cuales el 76,6% (82 130) eran de gestión de pública 
y el 23,4% (25 012) de gestión privada.  
 
Mientras que en las otras dos modalidades de la educación básica hubo un menor número 
de instituciones: 2 mil 454 de educación básica alternativa (56,6% pública y 43,4% privada), 
y apenas 888 de educación básica especial (89,5% pública y 10,5% privada).  
 
Asimismo, el conjunto de instituciones de educación básica regular se desagregaron en 53 
mil 706 instituciones de nivel inicial, 38 mil 605 de nivel primaria, y 14 mil 931 de nivel 
secundaria.  

 
Gráfico N° 1 

Instituciones educativas públicas de EBR, por área de ubicación 
(n: 82 130) 

 

 
Elaboración: Defensoría del Pueblo (2020) 

 
Como muestra el gráfico número 1, el 62,3% (51 165) de las instituciones educativas 
públicas se ubica en zonas rurales, mientras que el 37,7% (30 965), se ubica en zona 
urbana. La zona rural se caracteriza por la presencia de condiciones de pobre y pobreza 
extrema, así como carencia y déficit de servicios públicos de calidad. La efectiva prestación 
de una educación de calidad en zonas rurales es un reto y una obligación que le 
corresponde a las DRE y a las UGEL.  
 
Respecto a las 25 012 instituciones educativas privadas de EBR, el 98,3% (24 583) se ubica 
en zona urbana, y apenas el 1,7% (429), se ubica en zona rural.   
 
Por otro lado, con relación a la población escolar, en el año 2019, en la educación básica 
regular hubo 8 millones  24 mil 672 estudiantes matriculados. De este universo, el 22% 
estudiaba en el nivel inicial, el 45,7% en el nivel primaria, y el 32,3% en el nivel secundaria.  
 

                                                           
8 Estadística de la calidad educativa – Escale, del Ministerio de Educación. Acceder en el siguiente enlace: 
http://escale.minedu.gob.pe/magnitudes;jsessionid=a56cfe9295e4dfe115d9f7fbb688 

http://escale.minedu.gob.pe/magnitudes;jsessionid=a56cfe9295e4dfe115d9f7fbb688
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Asimismo, hubo 21 mil 176 estudiantes en la educación básica alternativa y apenas 20 mil 
772 en la educación básica especial.  

 
Gráfico N° 2 

Estudiantes matriculados en la EBR, por tipo de gestión y área de ubicación 
(n: 8 024 672) 

 

 
Elaboración: Defensoría del Pueblo (2020) 

 
De acuerdo a este gráfico, 1 de cada 4 estudiantes en la educación básica regular estudia 
en una institución educativa privada, y ese universo representa más de 2 millones de niños, 
niñas y adolescentes. A su vez, 15 de cada 100 estudiantes en la educación básica regular 
estudia en una institución ubicada en zona rural, y ese universo representa más de 1 millón 
200 mil niños, niñas y adolescentes.  
 
El desfase entre el número de instituciones educativas en zona rural y la menor cantidad 
de estudiantes se debe a la compleja realidad de los ámbitos rurales, donde existe áreas 
geográficas de difícil acceso, distancia entre centros poblados y dispersión poblacional. Por 
ello, el perfil de una escuela rural es el de tipo polidocente multigrado, es decir, donde un 
docente atiende a niños y niñas de diferentes edades y grados en un solo aula, o incluso 
puede ser una escuela unidocente, con un único profesor para atender a todos los 
estudiantes.  
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3. LAS BRECHAS DE LA EDUCACIÓN BÁSICA EN EL PERÚ 
 
El Gobierno Nacional, mediante Decreto Supremo N° 44-2020-PCM- declaró el estado de 
emergencia nacional, y dispuso el aislamiento social obligatorio (cuarentena) por las graves 
circunstancias que afectan la vida de la Nación, debido al COVID-19.9  
 
El artículo 2 de este decreto supremo establece el acceso a servicios públicos, bienes y 
servicios esenciales durante la cuarentena, tales como el abastecimiento de alimentos y 
medicamentos, el servicio de agua, saneamiento, energía eléctrica, gas, combustible, 
telecomunicaciones, limpieza, recojo de residuos sólidos, servicios funerarios, entre otros.  
 
Dentro de los servicios considerados esenciales, el gobierno nacional no ha incluido el 
servicio educativo.10 Mediante el Decreto Legislativo N° 146511, se dispuso que en el marco 
de la emergencia sanitaria para la prevención y control del COVID-19, en las instituciones 
educativas públicas de educación básica y superior en todas sus modalidades se brinde 
servicio educativo no presencial o remoto.  
 
Posteriormente, el Minedu suspendió la prestación del servicio educativo presencial en 
instituciones educativas públicas y privadas de educación básica “mientras esté vigente el 
estado de emergencia nacional y la emergencia sanitaria para la prevención y control del 
COVID-19 y  hasta que se disponga dicho inicio con base a las disposiciones y 
recomendaciones de las instancias correspondientes según el estado de avance de la 
emergencia sanitaria”.12 
 
Asimismo, el ministerio aprobó la Resolución Ministerial N° 229-2020-Minedu, que regula 
las condiciones para el retorno al servicio educativo presencial en las instituciones 
educativas públicas, de nivel de educación primaria y secundaria, y ubicadas en ámbitos 
rurales de gradiente 1 y 2, con limitado acceso a comunicación y conectividad y con nulo 
contagio por COVID-19. 
 
Esta norma no implica el retorno obligatorio a clases presenciales, sino que es una facultad 
otorgada a la Dirección Regional de Educación para decidir ello con base al cumplimiento 
de una serie de requisitos enumerados en el artículo 4 de la citada resolución. 

 

                                                           
9 Publicado el 15 de marzo de 2020. 
10 El Decreto Supremo N° 72-2020-PCM, publicado el 17 de abril de 2020, incorporó  el literal n) al numeral 4.1 
del artículo 4 del Decreto Supremo N° 44-2020-PCM. Esta modificación agrega un motivo para el 
desplazamiento justificado de las personas por las vías de uso público, cuando se trate de aquellos servicios 
destinados a la distribución y transporte de materiales y recursos educativos, el almacenamiento, transporte, 
preparación y distribución de alimentos del programa Qali Warma, y para la adquisición, transporte y distribución 
de insumos para mantenimiento de la infraestructura y equipamiento menor (kits de higiene), para la prevención 
del COVID-19. 
11 Decreto Legislativo que establece medidas para garantizar la continuidad del servicio educativo en el marco 
de las acciones preventivas del Gobierno ante el riesgo de propagación del COVID-19, publicado el 19 de abril 
de 2020. 
12 Resolución Ministerial N° 184-2020-Minedu, de fecha 4 de mayo de 2020. 
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Los requisitos que deben cumplirse de manera conjunta, para que la DRE autorice el retorno 
a clases presenciales, abordan aspectos como el volumen de casos diagnosticados por 
COVID-19; la característica de la escuela pública rural, de tipo 1 o 2; la evaluación con 
resultado negativo a COVID-19 del personal docente; la conformidad manifestada por 
escrito de las autoridades locales, comunales, políticas, organizaciones indígenas o de 
base, prefectura y de la comunidad educativa; así como el aseguramiento de las 
condiciones de limpieza y seguridad sanitaria para el retorno, a cargo de las UGEL.  
 
En este contexto de emergencia sanitaria, el Minedu ha emitido normas que regulan la 
prestación del servicio educativo por parte de instituciones educativas públicas, mediante 
la estrategia “Aprendo en casa”, y de colegios privados, en caso decidan de manera 
autónoma brindar educación en modalidad a distancia.  
 
En esa línea, como introducción al análisis de fondo sobre las brechas que afectan la 
educación pública rural y los colegios privados de bajo costo, se expondrán las 
disposiciones y obligaciones principales que deben cumplir las entidades públicas para 
garantizar el derecho a la educación y la prestación del servicio de enseñanza básica 
durante la emergencia sanitaria nacional por el COVID-19.  
 
La inmovilización social obligatoria y la suspensión indefinida del inicio de clases 
presenciales implican, según información de la unidad de estadística del Minedu, que casi 
6 millones de estudiantes de instituciones educativas públicas de educación básica 
permanezcan en casa, y que más de 82 mil 130 instituciones educativas públicas 
suspendan el servicio de enseñanza mediante la interacción de estudiantes con el docente 
en el aula.13  
 
De esta cantidad, aproximadamente 1 millón 200 mil estudiantes indígenas han dejado de 
acudir a casi 27 mil instituciones educativas donde se imparte el servicio educativo 
intercultural bilingüe14, en los tres niveles de educación. Cabe indicar que, muchas de estas 
se encuentran ubicadas en las comunidades nativas y campesinas, pero también están 
presentes en las zonas urbanas. 
 
Las instituciones educativas públicas y privadas deben cumplir aspectos fundamentales y 
básicos de política educativa y pedagógica, tales como los contenidos curriculares, el 
monitoreo y acompañamiento del estudiante, entre otros. Empero, en otros aspectos tienen 
una marcada diferencia en su tratamiento y regulación por parte del Estado. Se puede 
señalar que la fundamental diferencia radica en la autonomía que tienen las instituciones 
educativas privadas en su actuación, que solo puede ser limitada por la ley.  
 
En ese sentido, el Minedu aborda de manera diferenciada el servicio educativo brindado 
por colegios públicos y privados durante la emergencia sanitaria nacional.  
 

 
 
 

                                                           
13 Ver: http://escale.minedu.gob.pe/magnitudes 
14 Información brindada por el Ministerio de Educación a febrero del 2020. 

http://escale.minedu.gob.pe/magnitudes
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3.1 El servicio educativo público en las escuelas rurales   
 
El Ministerio de Educación ha elaborado y puesto en funcionamiento la estrategia “Aprendo 
en casa”15, con la finalidad de que miles de estudiantes accedan a contenidos educativos 
basados en el currículo nacional y en materiales y recursos educativos difundidos por el 
ministerio.  
 
Esta estrategia pone a disposición contenidos educativos para estudiantes de nivel de 
educación inicial, educación primaria y educación secundaria y para estudiantes de la 
modalidad de educación básica especial. También presenta orientaciones dirigidas a los 
miembros de la comunidad educativa, como las familias, los estudiantes, los docentes y los 
directivos, y para las instancias de gestión educativa descentralizada, es decir las DRE y 
las UGEL.  
  
El Minedu emitió una norma técnica que regula el trabajo a distancia del personal docente 
en instituciones educativas públicas, aprobada por la Resolución Viceministerial N° 97-
2020-Minedu16.  
 
Esta norma técnica precisa que el servicio educativo a distancia debe desarrollarse según 
lo establecido por el Currículo Nacional de la Educación Básica (CNEB), para cada ciclo, 
grado y área curricular, y con los materiales educativos del año 2020 distribuidos por el 
Minedu, y alineados al material interactivo o virtual que comprende la estrategia “Aprendo 
en casa”. 
 
En relación a lo último, si bien la directiva que regula la distribución de materiales educativos 
en instituciones educativas públicas señala que éstos deben entregarse como plazo 
máximo al 31 de marzo17, es posible que la distribución de los materiales educativos no 
haya llegado a todas las instituciones educativas interculturales bilingües, especialmente 
aquellas que se encuentren en espacios geográficos lejanos y de difícil acceso por su 
geografía18. 
 
A fin de que la citada estrategia llegue a los estudiantes que residen en zonas rurales o de 
dispersión geográfica, la norma señala que deben implementarse mecanismos de 
comunicación mediante radio y televisión, lo que debe complementarse con las 
orientaciones pedagógicas implementadas por “Aprendo en casa”. 
 
Para asegurar la operatividad de la estrategia “Aprendo en casa”, el personal directivo y los 
docentes de la institución educativa deben verificar el medio y las formas en que se brinda 
el servicio educativo a distancia, en función de las diversas formas de acceso de los 
estudiantes. 
 

                                                           
15 Ver: https://aprendoencasa.pe/#/  
16 Resolución que aprueba la norma técnica “Disposiciones para el trabajo remoto de profesores que asegure 
el desarrollo del servicio educativo no presencial de las instituciones y programas educativos públicos, frente al 
brote del Covid-19”. 
17 Resolución Ministerial N° 543-2013-Minedu, que aprueba las “Normas y procedimientos para la gestión del 

proceso de distribución de materiales y recursos educativos para las instituciones y programas educativos 
públicos y centros de recursos educativos”. 
18 La Defensoría solicitó garantizar la entrega de material educativo antes del inicio de clases, en febrero de 
2020. En: https://bit.ly/3aIiygD  

https://aprendoencasa.pe/#/
https://bit.ly/3aIiygD
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Durante la implementación de la educación a distancia a través de “Aprendo en casa”, el 
director de la IE debe cumplir con su labor de seguimiento y supervisión de las actividades 
pedagógicas que desarrolle el personal docente, para lo cual deben tener un directorio de 
contacto con número de celular y correo electrónico.  
 
De igual manera, los profesores deben remitir un informe al director de la IE dando cuenta 
del trabajo remoto realizado, el cual debe describir las actividades realizadas y adjuntar las 
evidencias. A partir de dichos informes, el director de la IE debe consolidar la información y 
remitir un reporte sobre el trabajo remoto realizado por su personal docente y remitirlo a la 
UGEL.  
 
En esa misma línea, para facilitar su rol de supervisión, el director debe elaborar un plan de 
trabajo con cronograma de actividades pedagógicas, mientras dure la medida de 
aislamiento social obligatorio con la finalidad de garantizar que los estudiantes reciban 
actividades de aprendizaje no presencial, en el marco de la estrategia “Aprendo en casa”. 
 
De igual manera, la UGEL debe cumplir con su función de supervisión y asistencia técnica 
a la gestión de las instituciones educativas, por ello el director de la IE debe informar a dicha 
entidad sobre el trabajo realizado de manera remota, según el medio y la forma que 
establezca la UGEL.  
 
Durante la primera semana de reinicio de labor educativa presencial, los profesores deben 
entregar al director de la IE un informe sobre el balance del trabajo remoto realizado 
(diagnóstico de dificultades y logros) y un informe de la planificación curricular (propuesta 
de programación de clases que trabajarán con estudiantes). 
 
Además el Minedu aprobó unas orientaciones pedagógicas para el servicio educativo de 
educación básica durante la emergencia sanitaria por el COVID-19.19 Esta norma contiene 
orientaciones dirigidas principalmente a directivos y profesores de instituciones educativas, 
respecto a las formas de atención educativa que se brinde, sea a distancia o presencial. 
Estas orientaciones y la referida norma técnica son complementarias.  
 
Como se puede inferir, el trabajo remoto del personal docente para la implementación de la 
educación a distancia no implica cambios sustanciales respecto a aquello que debe 
aprenderse en tanto que esa forma de enseñanza debe enmarcarse necesariamente en los 
contenidos de la política pedagógica establecida por el Minedu (CNEB). A su vez, la 
educación a distancia a través de “Aprendo en casa” tampoco significa la suspensión de las 
responsabilidades y deberes de los agentes educativos, en tanto éstos (profesor y director) 
deben cumplir con monitorear y supervisar el proceso educativo de sus estudiantes.  
 
Sin embargo, ello no significa que el personal docente que brinde educación a distancia no 
afronte una gran dificultad y un nuevo reto, que implica, principalmente, la capacidad de 
adecuación pedagógica para transmitir contenidos mediante el uso de los recursos de la 
tecnología de la información y comunicación, o incluso de otro tipo de recursos, por ejemplo 
en zonas rurales. 
 
Además es importante tomar en consideración la efectividad y el alcance de la referida 
estrategia educativa en las zonas alejadas, en donde se encuentran estudiantes indígenas 

                                                           
19 Resolución Viceministerial N° 93-2020-Minedu, publicado el 26 de abril de 2020. 
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de las comunidades nativas y campesinas. Debido a las carencias de los servicios públicos, 
como la electricidad o internet, o de herramientas tecnológicas, muchas de dichas 
comunidades verían dificultado el acceso a la educación de estudiantes indígenas, como la 
educación brindada a través de la estrategia “Aprendo en casa”.  
 
 

3.1.1 La brecha de aprendizajes y la deserción escolar 
 
El concepto de calidad educativa es complejo en la medida que puede responder a diversos 
factores el que un estudiante logre aprendizajes de calidad.20 Sobre este punto, el TC ha 
señalado que la educación de calidad comprende un aspecto constituido por los 
aprendizajes que el estudiante alcanza en el proceso de enseñanza y que se mide en las 
evaluaciones pedagógicas, y otro, referido a la formación en valores, principios y aspectos 
como democracia, derechos humanos y ciudadanía.21  
 
En esa línea, las evaluaciones censales de los aprendizajes que el Minedu efectúa cada 
año ofrecen un diagnóstico de la situación de la calidad de los aprendizajes y del sistema 
educativo en general. Empero, en la línea del TC, no es el único baremo para medir la 
calidad.  
 

Gráfico N° 3 
Resultados de la ECE en comprensión lectora, estudiantes de primaria según área 

 

 
Elaboración: Defensoría del Pueblo (2020) 

 
 
 
 
 

 
 

Gráfico N° 4 
Resultados de la ECE en matemática, estudiantes de primaria según área 

 

                                                           
20 Ley General de Educación, artículo 13. 
21 Sentencia del Tribunal Constitucional en el Expediente N° 4646-2007-PA/TC, fundamento número 21. 
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Elaboración: Defensoría del Pueblo (2020) 

 
Los gráficos números 3 y 4 presentan los resultados en el nivel “satisfactorio” de la ECE en 
estudiantes de nivel primaria22 y según el área de ubicación, en las evaluaciones 
comprendidas en los años 2013 y 201823, correspondientes al área de comprensión lectora 
y matemática, respectivamente.  
 
Los datos muestran una grave brecha de aprendizajes entre estudiantes de zona urbana y 
rural, situación que constituye por sí propia una afectación del derecho a la educación. Por 
ejemplo, en lo concerniente a comprensión de lectura, cada año se reporta una diferencia 
de más de 20 puntos, siendo el año 2015 cuando esa brecha alcanzó su pico histórico con 
una diferencia de 36.6 puntos.  
 
Respecto a los aprendizajes en matemática, la diferencia promedio asciende a 10 puntos, 
habiéndose alcanzado en el año 2018 el pico de esa brecha, con una diferencia de 20,1 
puntos.  
 
Posteriormente, el 2 de junio de 2020, el Minedu publicó los resultados de la evaluación de 
los aprendizajes del año 2019. Los datos corresponden a la evaluación muestral de 125,540 
estudiantes de cuarto grado de nivel primaria en 4,799 instituciones educativas.  
 
Los resultados en el nivel “satisfactorio” en el área rural presentan escasos progresos, 
donde el 15,5 de estudiantes aprendió matemática, es decir hubo una mejora de 2,5 puntos 
respecto de los resultados censales del año 2018. Mientras que en lectura, el 2019 el 11,4 
alcanzó aprendizajes en nivel “satisfactorio”, lo que significa un retroceso de 1,6 puntos con 
relación al año 2018.   
 
La brecha de aprendizajes entre estudiantes de zona urbana y rural es un problema 
permanente del sistema educativo, cuya superación pasa por solucionar diversos factores, 
como la infraestructura educativa, las condiciones de pobreza o la formación inicial docente 
de los profesores que enseñan en contextos rurales. 
 

                                                           
22 En la ECE de los años 2013, 2014, 2015 y 2016 se evaluó a estudiantes de segundo grado de nivel primaria, 

en la ECE del año 2018 se evaluó a los de cuarto grado de primaria. 
23 En el año 2017, se suspendió la evaluación censal de estudiantes por disposición de la Resolución Ministerial 
N° 529-2017-Minedu, publicada el 27 de septiembre de 2017.  
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La realidad de la zona rural es muy diversa y compleja, y si bien recientemente el Minedu 
aprobó una política pública específica para mejorar el servicio educativo en dichas zonas24, 
el cambio de esta tendencia histórica tomará un periodo largo de inversión, esfuerzo y 
reformas. Basta con señalar dos variables: la inversión social en mejores profesores en 
zona rural y el cierre de la brecha de infraestructura y mejora de acceso a servicios básicos.  
 
Este diagnóstico general de los aprendizajes alcanzados por estudiantes de nivel de 
educación primaria permite sospechar que ellos, a su vez, tendrán mayores dificultades 
para aprender en sus hogares a través de la estrategia “Aprendo en casa”. Esta presunción 
cobra fuerza si se considera que uno de los factores clave para el éxito de la referida 
estrategia es la participación activa de las familias, y con relación a ello, en la supervisión 
efectuada por la Defensoría del Pueblo en 566 escuelas públicas rurales de nivel primaria 
en el año 2015, el 44,3% (228) de los docentes-directores entrevistados manifestó que “uno 
de los motivos por los cuales no se alcanzaría plenamente el logro de los aprendizajes sería 
la falta de apoyo de los padres y las madres de familia”.25 
 
Además de la brecha de aprendizajes, otro obstáculo que se presenta en la realidad de las 
escuelas rurales es la deserción escolar. Cuando un estudiante deserta de la educación 
sus opciones de tener mejores oportunidades para insertarse al mercado laboral en un 
trabajo digno, que a la vez le permita desarrollar su proyecto de vida, se ven seriamente 
reducidos.  
 
De acuerdo a la Unidad de Estadística del Minedu, en el año 2018 y a nivel nacional, la tasa 
de deserción acumulada en la educación básica, es decir, de personas en el rango de 13 a 
19 años de edad que no ha terminado un nivel (educación primaria o educación secundaria) 
o no ha terminado la educación básica y no se encuentra matriculado en una institución 
educativa, fue de 9,3%.  
 
Sin embargo, esa cifra nacional es mayor en el área rural, donde la tasa de deserción 
asciende a 11,3%. A su vez, según el nivel de pobreza de la población de 13 a 19 años de 
edad, la tasa de deserción en personas en condición de pobreza no extrema es de 12,4% 
y en personas de pobreza extrema es de 18,1%. 
 
La emergencia sanitaria por el COVID-19, además de afectar a la educación en zonas 
rurales, también afecta la economía de las familias, siendo las de condición de pobreza y 
pobreza extrema las que sufrirán más el proceso de recuperación pospandemia. Es factible 
pensar que muchos adolescentes deberán dejar los estudios para asumir labores 
productivas para apoyar en el sustento del hogar.  
 
En tal sentido, a la Defensoría del Pueblo le preocupa sobremanera la situación de los 
niños, niñas y adolescentes de zonas rurales y que viven en condiciones socioeconómicas 
adversas, porque además de padecer una brecha de aprendizajes que de por sí afecta su 
derecho a la educación, también están en un grave peligro de abandonar su proceso 
educativo. 
 

                                                           
24 El Decreto Supremo N° 13-2018-Minedu, publicada el 14 de diciembre de 2018, aprobó la Política de Atención 
Educativa para la Población de Ámbitos Rurales. 
25 Informe de Adjuntía N° 016-2016-DP/AAE. Una aproximación a la gestión de la escuela primaria multigrado 
de ámbitos rurales. Recomendaciones para su fortalecimiento, página 201. Ver: 
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2018/05/Informe-de-Adjuntia-016-2016-DPAAE-(1).pdf 

https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2018/05/Informe-de-Adjuntia-016-2016-DPAAE-(1).pdf
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El Ministerio de Educación y los Gobiernos Regionales tienen la responsabilidad de prevenir 
y evitar que los estudiantes abandonen sus estudios en el contexto de la emergencia 
sanitaria por el COVID-19.   
 
Respecto a esta preocupación de la Defensoría del Pueblo, una reciente publicación de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT) y la Comisión Económica para América Latina 
y el Caribe (CEPAL), va en la misma línea, señalando que el contexto de la pandemia por 
el COVID-19 podría generar, además de mayores índices de pobreza y pobreza extrema, 
el crecimiento del trabajo infantil y el abandono de los estudios de miles de niños, niñas y 
adolescentes.26  
 
 

3.1.2 El personal docente  
 
El profesor es el principal agente del proceso educativo y tiene la responsabilidad de 
contribuir en la formación de sus estudiantes.27 Como se expuso previamente, las normas 
emitidas por el Minedu ordenan que los profesores realicen actividad pedagógica, 
acompañen y monitoreen el proceso de aprendizaje de sus estudiantes por medios 
remotos.  
 
De acuerdo a la información del portal Escale del Minedu, en el año 2019 hubo 518 mil 460 
profesores en la educación básica regular, de los cuales el 69,7% (361 575) enseñó en 
instituciones educativas públicas, y el 30,3% (156 885) enseñó en colegios privados. A su 
vez, de los 361 mil 575 profesores del sector público, el 28,2% (101 860) prestó servicios 
en zona rural a más de 1 millón 200 mil estudiantes.  
 
Para comprender la compleja realidad de la situación del personal docente en las escuelas 
rurales, y más durante este periodo de la emergencia sanitaria, corresponde introducir una 
información obtenida por la Defensoría del Pueblo durante el proceso de elaboración del 
Informe de Adjuntía N° 9-2019-DP/AAE.2829 
 
En el sistema educativo público existen 16,669 docentes contratados en instituciones 
educativas públicas que enseñan a estudiantes sin contar con título en educación. Este 
conjunto se integra por un 66% (10 977) de docentes con estudios no pedagógicos y un 
34% (5692) de docentes con estudios en pedagogía pero no concluidos. 
 
A su vez, en ese 66% existen profesores contratados con situaciones de formación muy 
diferente: 2429 profesores que tienen un título pero no en pedagogía; 2139 profesores con 
bachiller no pedagógico; 3274 profesores con un título técnico; 803 profesores con estudios 
no pedagógicos y no concluidos; y 645 profesores con secundaria completa.  

                                                           
26 La pandemia por COVID-19 podría incrementar el trabajo infantil en América Latina y el Caribe. Nota técnica 
N° 1. Publicado por OIT, CEPAL e Iniciativa Regional América Latina y el Caribe Libre de Trabajo Infantil. Ver: 
https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/45679/1/NotaTecnica1OIT-CEPAL_es.pdf 
27 Ley General de Educación, artículo 56. 
28 El Minedu, a través del Viceministerio de Gestión Pedagógica, remitió la información solicitada mediante los 
siguientes documentos: Oficio 04609-2019-MINEDU/VMGP-DITEN, de fecha 12 de noviembre de 2019, 
cursado por el director de la Dirección Técnica Normativa de Docentes, y el Oficio 01642-2019-MINEDU/SPE-
OSEE-UE, de fecha 13 de noviembre de 2019, remitido por la jefa de la Unidad de Estadística. 
29 El rol del profesor en la educación rural. Seguimiento a la política docente en escuelas rurales de nivel 

primaria. 

https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/45679/1/NotaTecnica1OIT-CEPAL_es.pdf
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Según el Minedu, estos 16,669 profesores contratados se distribuyen en más de 8,600 
instituciones educativas30, la mayoría de las cuales se concentra en la educación básica 
regular del nivel secundaria.  
 
Esta situación, que en principio debería ser evitada por el sistema educativo, afecta 
principalmente a las escuelas rurales, porque del total de profesores contratados sin título 
en educación, el 69% enseña en una escuela ubicada en zona rural, cifra que corresponde 
a 11,547 profesores.  
 
En el contexto de la inmovilización social obligatoria, estos 11,547 profesores contratados 
sin título en educación deben hacerse cargo de la enseñanza, acompañamiento y monitoreo 
del proceso educativo de miles de estudiantes en zonas rurales. Este panorama que de por 
sí se presenta adverso, se agrava cuando se entra a analizar variables más cualitativas 
como la referida a la formación docente.  
 
La Defensoría del Pueblo ha advertido en varios informes los problemas que existen en la 
formación inicial docente, sobre todo de aquellos que trabajan en zonas rurales y en 
instituciones educativas de educación intercultural bilingüe.31  
 
Así, el acompañamiento pedagógico de los docentes bilingües es un problema de mayor 
preocupación32, en tanto las acciones adoptadas para fortalecer esta política, a través de la 
dotación de acompañantes pedagógicos, no ha sido suficiente, lo que puede dificultar el 
aprendizaje de los estudiantes indígenas, más aún en contextos de emergencia, donde es 
necesario el manejo de tecnologías de información y comunicación. 
 
En la supervisión realizada por la Defensoría del Pueblo en el año 2019 en 75 escuelas 
públicas rurales de nivel de educación primaria se encontró que de 75 docentes 
entrevistados, sólo 9 aprendieron nociones de educación intercultural bilingüe (EIB) durante 
su formación inicial docente y 24 en su formación en servicio.  
 
Respecto a la formación en diversidad, educación inclusiva y adaptaciones curriculares 
para la atención de estudiantes con discapacidad, se encontró que sólo 12 profesores 
tenían formación en adaptaciones curriculares, 3 en su formación inicial y 9 en el ejercicio 
de la profesión.  
 

                                                           
30 Existe una ligera diferencia en el número total de instituciones educativas que han contratado docentes sin 
título en educación: la Unidad de Estadística informa de 8,635 II.EE y la Dirección Técnica Normativa de 
Docentes informe de 8,689 II.EE. 
31 Además del mencionado Informe de Adjuntía N° 16-2016-DP/AAE, también en las siguientes investigaciones: 
Informe de Adjuntía N° 010-2018-DP/AAE, Aportes a la Política de Atención Educativa a la Población del Ámbito 
Rural; y el Informe Defensorial N° 174. Educación Intercultural Bilingüe hacia el 2021. Una política de Estado 
imprescindible para el desarrollo de los pueblos indígenas, ver capítulo dos.  
Se puede acceder a esos informes  a través de los siguientes enlaces: https://www.defensoria.gob.pe/wp-
content/uploads/2018/11/IA-010-2018-DP-AAE-Informe-Aportes-a-Pol%C3%ADtica-Educativa-Rural.pdf y 
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2018/05/Informe-defensorial-174-EIB.pdf 
32 A inicios del 2020, luego de una información proporcionada por el Minedu, la Defensoría advirtió ciertas 
deficiencias para implementar este componente de la Política Sectorial de Educación Intercultural e Intercultural 
Bilingüe. 

https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2018/11/IA-010-2018-DP-AAE-Informe-Aportes-a-Pol%C3%ADtica-Educativa-Rural.pdf
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2018/11/IA-010-2018-DP-AAE-Informe-Aportes-a-Pol%C3%ADtica-Educativa-Rural.pdf
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2018/05/Informe-defensorial-174-EIB.pdf
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Además, 55 docentes manifestaron que aprendieron estrategias para enseñar en aula 
unidocente y multigrado en su formación en servicio, pero apenas 6 lo aprendieron en su 
formación inicial y 12 indicaron que no contaban con dicha formación. 
 
Los hallazgos obtenidos en dicha supervisión se alinean a los resultados obtenidos en 
investigaciones y supervisiones previas realizadas por la Defensoría del Pueblo. Por 
ejemplo, sobre la formación docente de profesores en escuelas rurales, se sugiere revisar 
el capítulo 4 del Informe de Adjuntía N° 16-2016-DP/AAE.33  
 
En razón a ello es posible afirmar que persiste la problemática de la formación docente, 
sobre todo de los profesores que enseñan en escuelas públicas rurales.  
 
A esta situación se agrega otro aspecto vinculado a la formación en el uso de medios y 
recursos de la tecnología de la información y comunicación (TIC) para el proceso de 
enseñanza y aprendizaje.  
 
De acuerdo a la Encuesta nacional de docentes de instituciones educativas públicas y 
privadas (ENDO) del año 2018, elaborado por el Minedu, en los resultados 
correspondientes al sector público sobre la formación en servicio, el 72,9% de los 
profesores públicos manifestó que no recibieron capacitación en el uso de las TIC durante 
el año 2017. Además, el 38,7% de docentes manifestó que le gustaría recibir formación 
para fortalecer su desempeño en competencias digitales y uso de las TIC. 
 
 
 

Gráfico N° 5 
Profesores de Instituciones Educativas públicas capacitados en TIC, por área 

 

 
Elaboración: Defensoría del Pueblo (2020) 

 
El gráfico número 5 muestra los resultados de la Encuesta nacional de instituciones 
educativas del año 2019, elaborado por el Instituto Nacional de Estadística e Informática 
(INEI). Según este gráfico, del total de profesores de segundo y cuarto grado de primaria a 
nivel nacional, el 22% participó en un programa de formación sobre TIC en los últimos 12 

                                                           
33 Ver: https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2018/05/Informe-de-Adjuntia-016-2016-DPAAE-

(1).pdf 

https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2018/05/Informe-de-Adjuntia-016-2016-DPAAE-(1).pdf
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2018/05/Informe-de-Adjuntia-016-2016-DPAAE-(1).pdf
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meses desde realizada la encuesta; a su vez, el 33,7% de profesores de segundo y quinto 
de secundaria participó en ese tipo de capacitación o formación en servicio.34  
 
Sin embargo, esa tasa nacional se reduce cuando se trata de profesores de ámbitos rurales, 
donde el 14,3% de profesores de segundo y cuarto de primaria participó en un programa 
de formación en TIC en el último año, mientras que en profesores de segundo y quinto de 
secundaria fue de 24,3%.  
 
Por otra parte, de acuerdo al gráfico anterior se podría sostener que los docentes de 
secundaria (segundo y quinto grado) estarían más capacitados para brindar educación 
usando las TIC, en comparación de los profesores de nivel primaria (segundo y cuarto 
grado). En el sistema escolar peruano de educación básica regular, el 45,7% de la población 
estudiantil estudia en el nivel de educación primaria, y el 32,3% en el nivel secundaria. 
 
La información presentada en esta parte tiene por objetivo mostrar la situación del personal 
docente de escuelas rurales, respecto al acceso al título en educación, la formación inicial 
y la baja cobertura de los programas de capacitación sobre TIC. Esta situación de la realidad 
del magisterio puede constituir una dificultad para la implementación de estrategias de 
enseñanza a distancia, sobre todo en las zonas rurales o de difícil acceso.  
 
En efecto, las instituciones educativas públicas de educación básica, cuando implementen 
estrategias educativas a distancia, tendrán que hacer uso de las TIC. Puede constituir un 
problema que el personal docente de una IE pública no esté capacitado en el uso 
pedagógico de dichas herramientas, lo cual podría incidir en el seguimiento y 
acompañamiento que deben hacer a sus estudiantes, o en el proceso de evaluación de sus 
aprendizajes.  
 
Antes de pasar al siguiente tema, se debe recordar que el marco normativo emitido por el 
Minedu en el contexto de la emergencia sanitaria establece que el personal docente debe 
acompañar y monitorear el proceso educativo de sus estudiantes, y coadyuvar a que el 
propio estudiante construya de manera autónoma y crítica sus aprendizajes.  
 
Al respecto, si bien los padres y madres de familia deben participar del proceso educativo 
de sus hijos, es razonable sostener que no todos podrán brindar el apoyo adecuado a sus 
hijos e hijas, sobre todo considerando a los infantes en el nivel inicial.  
 
Sobre este punto, podría señalarse que las familias deben coordinar y buscar el apoyo del 
docente, sin embargo, no hay que olvidar que aquél también tiene responsabilidades dentro 
de su propio hogar, como guiar la educación de sus propios hijos e hijas, atender las labores 
domésticas o, incluso, atender a sus padres y madres mayores.  
 
La sobrecarga de las labores pedagógicas y domésticas del personal docente –con los 
efectos en su estado emocional y psicológico, con la presencia se estados de estrés- es 
aún más comprensible si se considera que, aproximadamente, el 61% de los docentes del 
sector público son mujeres, según la ENDO del año 2018.  
 
 

                                                           
34 Esta información fue obtenida del portal Escale del Minedu. Ver: http://escale.minedu.gob.pe/192 

http://escale.minedu.gob.pe/192
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3.1.3 La conectividad y acceso a recursos de TIC 
 
La implementación de la enseñanza a distancia durante el periodo de la emergencia 
sanitaria nacional comprende, necesariamente, que tanto los profesores y estudiantes 
tengan acceso a internet y a las herramientas de las TIC, tales como computadora, laptop 
o celular inteligente, incluso para la estrategia “Aprendo en casa”, se necesita contar con 
radio y televisión.  
 
El marco normativo glosado previamente, establece que para garantizar la efectividad de la 
educación a distancia, el personal directivo de instituciones educativas debe recabar 
información sobre las condiciones de conectividad y tenencia de recursos de sus 
estudiantes y del personal docente.  
 
Con relación a este tema, desde el año 2005 el Instituto Nacional de Estadística e 
Informática (INEI) publica un informe técnico en base a los resultados trimestrales obtenidos 
de la Encuesta nacional de hogares (ENAHO), denominado “Estadísticas de las 
Tecnologías de Información y Comunicación en los Hogares”.35 
 
A continuación, se presentan los datos estadísticos correspondientes al periodo 
comprendido entre los meses de octubre y diciembre del año 2019.36  
 

Gráfico N° 6 
Acceso a internet y computadora en hogares del país por área, trimestre Oct-Dic 

2019 

 

 
Elaboración: Defensoría del Pueblo (2020) 

 
Como muestra el gráfico 6, según el informe técnico del INEI, en el periodo del recojo de 
información de la ENAHO, a nivel nacional el 38,8 de los hogares tenía acceso a internet y 
el 34,2 tenía computadora. Sin embargo, este dato se vuelve crítico cuando se observa los 
resultados en los hogares ubicados en el área rural, donde sólo 5,7 tenía internet y 6,7 tenía 
computadora.  

                                                           
35 Se puede acceder a los informes técnicos del INEI en su portal web, a través del siguiente enlace 
https://www.inei.gob.pe/biblioteca-virtual/boletines/tecnologias-de-la-informaciontic/1/ 
36 Ver: https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/boletines/ticdiciembre.pdf 

https://www.inei.gob.pe/biblioteca-virtual/boletines/tecnologias-de-la-informaciontic/1/
https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/boletines/ticdiciembre.pdf
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Estos datos reflejan la brecha digital existente en nuestro país y sobre todo en las áreas 
rurales. Al respecto, cabe recordar que en la supervisión realizada por la Defensoría del 
Pueblo a 566 escuelas rurales en el año 2015, se recabó información respecto a la 
existencia del servicio de internet en la IE. Apenas el 8,8% (50) tenía dicho servicio, y sólo 
el 7,6% (43) indicó que existía una cabina de internet en la localidad de ubicación de la IE. 
 
Sobre el particular, la Resolución N° 1/2020 de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, sobre Pandemia y Derechos Humanos en las Américas, en cuya recomendación 
N° 31 sobre los Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales (DESCA) señala 
que los Estados deben garantizar el acceso más amplio e inmediato al servicio de Internet 
a toda la población y desarrollar medidas positivas para reducir de manera rápida la brecha 
digital que enfrentan los grupos vulnerables y con menores ingresos. 
 
Por ello, cabe resaltar la publicación del Decreto Legislativo N° 1465, la que tiene por “objeto 
establecer disposiciones que garanticen la continuidad del servicio educativo en la 
educación básica y superior en todas sus modalidades, en el marco de las acciones 
preventivas y de control ante el riesgo de propagación del COVID-19”, así como de manera 
complementaria una vez se inicie la prestación presencial del servicio educativo. 
 
Esta ley dispone que para garantizar el servicio educativo no presencial, en la educación 
básica y superior pública, se destine recursos para la adquisición de dispositivos 
informáticos y/o electrónicos y la contratación del servicio de internet, los cuales serán 
destinados a estudiantes y profesores. Para las instituciones educativas de educación 
básica, se destina un presupuesto de 650 millones de soles, y para las universidades 
públicas, 31 millones de soles.  
 
Sin embargo, se debe tener presente que anteriormente en el país se han implementado 
los siguientes proyectos y/o programas: Programa Piloto de Educación a Distancia – EDIST 
(2000), Proyecto Huascarán (2001), Programa Una Laptop por Niño (2008), que no lograron 
alcanzar la conectividad digital universal que pueda garantizar una adecuada educación a 
distancia, por las deficiencias que presentaron en su implementación  
 
Por tal motivo, y a fin de evitar y/o reducir al máximo la posibilidad de ocurrencia de 
problemas presentados en los anteriores proyectos y/o programas de conectividad digital y 
que se garantice una adecuada contratación y uso de los equipos y servicios de internet, 
nuestra institución considera necesaria la emisión de disposiciones complementarias a las 
dictadas mediante el Decreto Legislativo 1465, poniendo énfasis en los siguientes aspectos: 

 

Características y capacidad operativa de los equipos.  

 
El Decreto de Urgencia N°035-2020 autoriza, de manera excepcional, al Ministerio de 
Educación y a las Universidades Públicas a efectuar, bajo la modalidad de contratación 
directa37, la adquisición de dispositivos informáticos y/o electrónicos y contratación de 

internet para que sean usados para el servicio de educación no presencial o remoto, 
para instituciones públicas focalizadas, así como estudiantes en situación de pobreza y 
vulnerabilidad económica y de sus docentes, respectivamente.  

                                                           
37 Artículo 27 literal b) del Texto Único Ordenado de la Ley N° 30225, Ley de Contrataciones del Estado.  
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Es de suma importancia que en esta contratación se asegure el cumplimiento de los 
principios que rigen las contrataciones del Estado, y con especial énfasis, los principios 
de eficacia y eficiencia de la contratación, y el principio de vigencia tecnológica38. 

 
“(…) f) Eficiencia y Eficacia. El proceso de contratación y las decisiones que se adopten en su 
ejecución deben orientarse al cumplimiento de los fines, metas y objetivos de la Entidad, 
priorizando estos sobre la realización de formalidades no esenciales, garantizando la efectiva 
y oportuna satisfacción de los fines públicos para que tengan una repercusión positiva en las 
condiciones de vida de las personas, así como del interés público, bajo condiciones de calidad 
y con el mejor uso de los recursos públicos”. 
 
g) Vigencia Tecnológica. Los bienes, servicios y obras deben reunir las condiciones de calidad 
y modernidad tecnológicas necesarias para cumplir con efectividad la finalidad pública para 
los que son requeridos, por un determinado y previsible tiempo de duración, con posibilidad 
de adecuarse, integrarse y repotenciarse si fuera el caso, con los avances científicos y 
tecnológicos”. (Subrayado nuestro) 

 

Por lo tanto, para la adquisición de los equipos tecnológicos se debe priorizar la opción 
técnicamente más viable que reúna las condiciones de calidad, teniendo especial 
consideración sobre sus características, tales como el sistema operativo, tamaño de la 
pantalla, procesador, memoria RAM, capacidad de batería, cámara y accesorios, tiempo 
de vida útil del equipo, posibilidad de renovación de equipos en corto periodo, entre otros.  
 
Con lo antes expuesto, se busca que se adquieran los equipos tecnológicos que cumplan 
con especificaciones técnicas adecuadas, y así evitar situaciones que perjudiquen a los 
beneficiarios y las beneficiarias de los equipos y de los servicios de internet, como lo 
advertido en la supervisión defensorial realizada a los Proyectos Regionales de 
Conectividad de Banda Ancha de Lambayeque, Huancavelica y Apurímac, respecto al 
bajo rendimiento y alto costo de las impresoras distribuidas en los proyectos regionales 
de banda ancha de Fitel, que originó un alto índice de subutilización por bajo rendimiento 
y elevado costo de sus cartuchos, así como la adquisición de algunas computadoras con 
deficiencias en su capacidad operativa39.  

 

Costos y características de los servicios de internet a contratar 

 
Se debe verificar las características del servicio de internet a contratar, tales como la 
velocidad contratada, la velocidad garantizada, disponibilidad de datos, posibilidad de 
compartición de datos a otros dispositivos, entre otros.  
 
De acuerdo a la información proporcionada por el Osiptel40, las empresas de 

telecomunicaciones del país vienen ofreciendo planes de internet móvil con una tarifa 

                                                           
38 Artículo 2 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 30225, Ley de Contrataciones del Estado, que establece 
como principios de las contrataciones lo siguientes: libertad de concurrencia, igualdad de trato, transparencia, 
publicidad, competencia, eficacia y eficiencia, vigencia y tecnología, sostenibilidad ambiental y social, equidad e 
integridad. 
39 Información recopilada de la Supervisión Defensorial realizada a los Proyectos Regionales de Conectividad de 
Banda Ancha de Lambayeque, Huancavelica y Apurímac, en los meses de mayo y julio de 2019, 
respectivamente. 
40 Recuperado de https://www.comparatel.pe/public/index.php. 
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desde S/.19.9041, la cantidad de transmisión de datos oscila en GB, de 1, 3.5, 6, 8, 9, 10, 
11, 13 y la velocidad contratada de, entre otras, 3, 5,10 Mbps.  
 
Es así, que corresponde que en la contratación se establezcan condiciones adecuadas 
respecto a la velocidad del internet y la cantidad de transmisión de datos para una fluidez 
en el acceso a la plataforma virtual, descarga de videos y otros. Asimismo, las tarifas 
deben ser razonables y accesibles para garantizar una próxima contratación con costos 
razonables y con buena velocidad por parte del Ministerio de Educación, cualquier otra 
instancia del gobierno, o los hogares de la zona. 
 
Asimismo, en opinión de la Defensoría del Pueblo la contratación del servicio de internet 
satelital para equipos tecnológicos o electrónicos para ser entregados a estudiantes y 
profesores es importante, pero no es suficiente, motivo por el cual se necesita la 
concreción de una verdadera expansión del servicio de internet de banda ancha42 con el 
despliegue de redes de alta capacidad que integren y brinden conectividad de banda 
ancha en las instituciones y en los hogares, a favor de todos sus integrantes, en atención 
a la especial relevancia del rol de los padres en el acompañamiento a su menores hijos 
en el proceso de aprendizaje y desarrollo curricular. 
 
Garantías de los equipos y los protocolos de atención de averías de equipos y problemas de los 
servicios de internet 
 
En la contratación de los equipos se debe prever que se estipulen las condiciones de las 
garantías de los equipos, tales como duración de la garantía de los equipos, 
procedimiento claro para su ejecución.  
 
Asimismo, se debe exigir a la empresa contratada la presentación de protocolos claros 
para atención descentralizada de averías de equipos y problemas con el servicio de 
internet, los mismos que deben ser difundidos a los usuarios, que permita el reporte, la 
atención y solución oportuna a los problemas que se presenten, a fin de garantizar la 
accesibilidad y continuidad de la educación remota para el acceso óptimo a los servicios 
de internet y programas básicos para los estudiantes.  
 

Monitoreo del soporte técnico 

 
Como complemento al monitoreo y evaluación del sector educación del servicio 
educativo a distancia a cargo de las instituciones educativas, es importante que se 
implemente un monitoreo constante del soporte técnico de la estrategia Aprendo en 
Casa, que posibilite la rápida identificación del Ministerio de Educación de los problemas 
de accesibilidad de los alumnos y docentes por problemas de conexión y/o equipos y se 
coordine su pronta atención. Los resultados de este monitoreo técnico realizado por 
parte del Estado deberían ser publicados de manera continua en la página web del 
MINEDU.  

                                                           
41 Además de llamadas, mensajes de texto y redes sociales la cantidad de transmisión de datos de las siguientes 
tarifas son: S/ 19.00: 1 GB, S/ 20.00: 3.5 GB, S/ 30.00: 8GB, S/ 35.90: 6 GB, S/. 39.90: 8 GB + internet ilimitado 
45.90: 10 GB + internet ilimitado, S/ 59.90 13 GB +internet ilimitado, entre otros. 
42 Plan Nacional para el Desarrollo de la Banda Ancha en el Perú42 y la Ley de Promoción de Banda Ancha y 

Construcción de la Red Dorsal nacional de Fibra Óptica, Ley 29904 que, contempla el despliegue de 
infraestructura42 
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Capacitación en el uso de las plataformas virtuales 

 
Teniendo en cuenta los resultados de la Encuesta nacional de instituciones educativas 
del año 2019 antes descritos, sobre el acceso de profesores a un programa de formación 
sobre TIC en los últimos 12 meses desde realizada la encuesta, para potenciar los 
resultados de la estrategia Aprendo en Casa, es imprescindible, en el  más breve plazo, 
el fortalecimiento de las capacidades en uso de tecnologías de los alumnos, docentes y 
padres de familia, que permitan articular esfuerzos en bien del proceso de enseñanza 
aprendizaje y los niños, niñas y adolescentes.  
 
Además, la capacitación a los profesores del país, debe ser integral y periódica con 
medición de resultados que permita no solo cuantificar el acceso a la tecnología sino 
medirla en su real dimensión en atención a la obtención de impactos positivos en el 
proceso de enseñanza aprendizaje del uso de las tecnologías que se adquirirán.  

 
 

3.1.4     La implementación del Decreto Legislativo N° 1465 

 
Con relación a las acciones destinadas al cumplimiento del Decreto Legislativo N° 1465, 
con el Oficio N° 078-2020-DP/AAE, de fecha 26 de mayo de 2020, la Defensoría del Pueblo 
solicitó al Minedu un informe del estado actual de la adquisición de dispositivos informáticos 
y la contratación del servicio de internet para estudiantes y profesores de instituciones 
educativas públicas de educación básica; así como la relación de las instituciones 
educativas públicas focalizadas y de los estudiantes y profesores seleccionados, según los 
criterios del Decreto Supremo N° 006-2020-MINEDU; precisando a cuántos de ellos se les 
hizo entrega de manera efectiva de los dispositivos informáticos y del servicio de internet 
 
Con fecha 18 de junio de 2020, el Minedu remitió a la Defensoría del Pueblo el Oficio N° 
235-2020-Minedu/VMGP-DITE, mediante el cual adjunta el informe solicitado respecto al 
estado actual del proceso de adquisición y entrega de los dispositivos informáticos y 
contratación del servicio de internet para estudiantes y profesores de instituciones 
educativas públicas.43 
 
El citado informe precisa que, de acuerdo a los criterios de focalización aprobados por el 
Decreto Supremo N° 006-2020-MINEDU, el Minedu ha seleccionado 27 837 instituciones 
educativas públicas en 24 regiones del país, de las cuales el 77% (21 413) son de nivel 
primaria y el 23% (6424) son del nivel secundaria.   
 
Sobre la adquisición y entrega de los dispositivos informáticos, el informe señala de manera 
expresa que “se encuentra en etapa de invitación a los interesados a participar en el 
procedimiento de selección correspondiente”. Es decir, hasta la recepción del informe 
técnico elaborado por el Minedu, no se había seleccionado al proveedor de los dispositivos 
informáticos y tampoco se ha iniciado la entrega de éstos a los estudiantes y profesores de 
las escuelas públicas focalizadas.  
 

                                                           
43 Informe  00672-2020-Minedu/VMGP-DITE, de fecha 12 de junio de 2020, elaborado por la Dirección de 

Innovación Tecnológica en Educación. 
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Sobre este punto, debe precisar que las medidas que se adopten con respecto a garantizar 
la educación en el marco de la emergencia sanitaria deberán ser contextualizadas 
culturalmente a los pueblos indígenas44. De ser el caso, la dotación de tablets deberá ser 
suficiente y acompañada de un instructivo para su uso con enfoque intercultural. Sin 
perjuicio de ello, deberá procurarse el uso de las radios locales, las cuales constituyen el 
medio de mayor uso y alcance para los estudiantes indígenas de las zonas rurales más 
alejadas. 
 
En un escenario como el mencionado, debe mantenerse una estrecha vinculación entre la 
escuela intercultural bilingüe con la familia y la comunidad, quienes buscarán soluciones a 
los problemas institucionales ocasionados por la presente emergencia. El rol de los padres 
y madres debe ser de vigilancia del servicio que se brinda y de incidencia directa en las 
formas de aprendizaje y enseñanza45. 
 
Por otra parte, con relación a la implementación de la estrategia “Aprendo en casa”, ésta 
comprende la difusión de contenidos educativos a través de la radio y la televisión. Como 
parte de esta estrategia, el Minedu suscribió con el Instituto Nacional de Radio y Televisión 
del Perú (IRTP) un convenio de cooperación interinstitucional46, con el objeto de aunar 
competencias, capacidades y recursos para “llevar a cabo acciones conjuntas orientadas a 
difundir contenidos audiovisuales y radiofónicos, de carácter educativo y, de esta manera, 
brindar herramientas de aprendizaje a los niños, niñas, adolescentes, jóvenes y adultos del 
país”. 
 
 

Gráfico N° 7 
Acceso a radio y televisor en hogares del país por área, trimestre Oct-Dic 2019 

 

 
Elaboración: Defensoría del Pueblo (2020) 

 

                                                           
44 En el marco de la presente emergencia, la OEA recomendó a los Estados garantizar el acceso a la educación 
básica regular de niños, niñas y adolescentes indígenas a través de medios pertinentes (…). En: Guía Práctica 
de respuestas inclusivas y con enfoque de derechos ante el covid-19 (https://bit.ly/2yRRFty)  
45 Defensoría del Pueblo (2016). Informe Defensorial Nº 174 – “Educación Intercultural Bilingüe hacia el 2021. 
Una política de Estado imprescindible para el desarrollo de los pueblos indígenas”, pág. 158. 
46 Convenio N° 028-2020-Minedu, suscrito el 6 de abril de 2020, por la viceministra de gestión pedagógica, por 
parte del Minedu, y por el gerente general, por parte del IRTP. 

https://bit.ly/2yRRFty
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Este gráfico muestra que los hogares del país sí cuentan en su mayoría con radio y 
televisor, lo que en principio facilitaría el acceso de las y los estudiantes de los contenidos 
educativos de “Aprendo en casa” por dichos medios. Empero, el acceso a la televisión en 
los hogares rurales del país, aún es bajo, donde precisamente la brecha digital es más 
grave. 
 
En cuanto a la disponibilidad de la señal del Instituto Nacional de Radio y Televisión del 
Perú (IRTP) cabe señalar que en el país se tiene 400 estaciones de TV que constituyen el 
29.1% de un total de 1829 antenas existente a nivel nacional, y 91 antenas de radio a nivel 
nacional ascendiendo al 1.6% del total a nivel nacional. Sin embargo, existen zonas sin su 
cobertura por falta de instalación o por fallas en su funcionamiento. En ese sentido, resulta 
necesario:  
 

(i) Priorizar la realización de trabajos de reparación y la difusión de las formas de 
reclamar, debido a existe un formato virtual en su página47, pero este tipo de 

procedimientos deben ser accesibles y de público conocimiento de las autoridades 
y población en general.  

 
(ii) Evaluar y programar la ampliación de la señal de IRTV a poblaciones que no tienen 

acceso a medios de televisión, radio ni a los servicios de internet, como por ejemplo 
ocurre en el caso de la gran parte de los 33 distritos y centros poblados de la 
provincia de Yauyos que solo un 3% de la población tendría acceso a alguna forma 
de conexión a internet y que el 40% no cuenta con acceso a televisión.  
 

Ello, a fin de atender las necesidades de estudiantes que no pueden acceder a las 
clases del programa 'Aprendo en casa' del Ministerio de Educación, transmitido por 
el canal del Estado TV Perú.  

 
Finalmente, para una adecuada evaluación y optimización de los resultados de la Estrategia 
“Aprendo en casa”, sobre la conectividad y el acceso a recursos TIC, debería reducirse la 
periodicidad semestral fijada para la publicación del Ministerio de Educación en su portal 
institucional de las acciones de monitoreo y evaluación de las disposiciones para facilitar el 
acceso a los servicios educativos no presenciales o remotos en el marco de la emergencia 
sanitaria por el COVID 19, establecido en el Decreto Legislativo N°146548, a fin de que se 

puedan corregir de manera oportuna las deficiencias que se pudieran presentar tanto en el 
aspecto educativo como el técnico. 
 
 

3.1.5 El acceso de calidad a los servicios públicos de agua y saneamiento  
 
El Ejecutivo ha decidido suspender el inicio de clases presenciales de manera indefinida 
durante el periodo de la emergencia sanitaria nacional por el COVID-19. Esta medida es 
razonable debido a la propagación del virus reflejada por el alto número de personas 

                                                           
47  https://www.irtp.gob.pe/content/area-tecnica. Recuperado el 22.04.2020 
48 Numeral 5 del artículo 2 del Decreto Legislativo1465, que establece que el Ministerio de Educación realiza 
acciones de monitoreo y evaluación sobre lo dispuesto en el presente artículo, y publica reportes semestrales de 
resultados en su portal institucional durante los dos (2) años posteriores a la entrada en vigencia del presente 
Decreto Legislativo. Para ello, puede solicitar información nominal a las Universidades Públicas y Gobiernos 
Regionales, quienes deben remitirla de acuerdo a las pautas y plazos que determine el Ministerio de Educación. 

https://www.irtp.gob.pe/content/area-tecnica
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contagiadas con el mismo. Según el reporte del Ministerio de Salud, publicado el miércoles 
2 de julio de 2020 en su cuenta oficial de Twitter, en el país hay 292 004 casos confirmados 
de COVID-19.  
 
No obstante, esa medida puede cambiarse posteriormente, si el curso de la pandemia varía, 
y retomar el servicio educativo presencial en este año 2020; o inclusive, las Direcciones 
Regionales de Educación pueden disponen el retorno a las clases presenciales en el marco 
de la Resolución Ministerial N° 229-2020-Minedu, en las escuelas públicas rurales de tipo 
1 y 2, de los niveles inicial y primaria.  
 
En algún momento el país superará la amenaza que representa el COVID-19 y los más de 
8 millones de estudiantes de educación básica deberán regresar a sus instituciones 
educativas para recibir clases. Por ello, con la finalidad de prevenir y evitar un posible 
rebrote de esa enfermedad, entre otras, es fundamental que las autoridades educativas 
garanticen condiciones mínimas de sanidad y seguridad en los locales escolares públicos.   
 
Al respecto, de acuerdo al Plan Nacional de Infraestructura Educativa (PNIE), el sistema 
educativo peruano tiene una brecha de infraestructura que asciende a 100 mil millones de 
soles.49 Ese plan se basa en el diagnóstico obtenido del censo de infraestructura educativa 
realizado por el Ministerio de Educación en el año 2013, que implicó el recojo de información 
de 42 mil 331 locales escolares públicos y 187 mil 312 edificaciones educativas.  
 
El citado plan presenta resultados sobre los servicios básicos de agua y saneamiento, 
considerando el indicador de “acceso inadecuado”, el cual significa la ausencia de conexión 
a redes públicas de agua y desagüe.  
 
Los resultados a nivel nacional reflejan que más de dos tercios de los locales educativos 
tienen acceso inadecuado a agua y saneamiento, sin embargo, este indicador es más crítico 
en la zona rural, donde hasta el 85,9% de los locales escolares se encuentran en dicha 
situación. Por el contrario, el 28,3% de los locales escolares urbanos tienen acceso 
inadecuado a agua y desagüe.  
 
A su vez, Cajamarca, Loreto y Puno son las tres regiones del país que tienen el mayor 
porcentaje de locales educativos públicos con acceso inadecuado a agua y desagüe.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                           
49 Aprobado por Resolución Ministerial N° 153-2017-Minedu. 
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Gráfico N° 8 

Locales escolares públicos conectados a red pública de agua y desagüe 

 

 
Elaboración: Defensoría del Pueblo (2020) 

 
El gráfico número 8 muestra la información de la Unidad de Estadística del Minedu (fuente: 
censo educativo del año 2019), donde se puede observar que a nivel nacional sólo el 37,5% 
y el 62,3% de los locales escolares públicos tienen acceso a la red pública de agua y 
desagüe, respectivamente.  
 
En la línea del diagnóstico del PNIE, la realidad de la zona rural es más preocupante, pues 
apenas el 21,3% de los locales escolares públicos tiene conexión a red pública de agua, y 
el 49,8% a la red de desagüe.  
 
Sobre estas variables, en la supervisión a 566 escuelas públicas rurales realizada el 2015 
por la Defensoría del Pueblo se encontró que el 46,7% (247) de ellas no tenía acceso a 
agua potable; y el 20% (113) tenía conexión a red pública de desagüe. 
 
La información presentada demuestra las dificultades que deberán afrontar las instancias 
de gestión educativa descentralizada y los directores de las escuelas para garantizar 
condiciones de sanidad, limpieza y desinfección para evitar el rebote y contagio del COVID-
19, cuando la población escolar retorne a las instituciones educativas públicas a recibir 
clases presenciales. 
 
 
 
 

3.2 El servicio educativo privado en colegios de bajo costo 
 
En el contexto de la emergencia sanitaria nacional por el COVID-19, la principal diferencia 
entre el servicio educativo público y el de gestión privada es que el primero se implementa 
obligatoria y necesariamente a través de la estrategia “Aprendo en casa”, mientras que la 
segunda se ejecuta de acuerdo a lo establecido por cada institución educativa privada con 
base en su propia realidad y autonomía.  
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El Minedu emitió una norma técnica que regula el servicio educativo de educación básica a 
cargo de colegios privados, aprobada por la Resolución Viceministerial N° 90-2020-
Minedu.50  
 
De acuerdo a la citada norma técnica, la IE privada puede establecer estrategias para el 
desarrollo del servicio educativo a distancia, de acuerdo a los parámetros pedagógicos de 
su oferta educativa (entiéndase, conforme a su Proyecto educativo curricular), y siempre 
que disponga de los medios y herramientas apropiadas. Si decide implementar una 
estrategia de educación a distancia debe incorporarla necesariamente en su plan de 
recuperación de clases.  
 
Cabe precisar que los colegios privados tienen la obligación de elaborar un plan de 
recuperación de clases, comunicarlo a los padres y madres de familia y remitirlo 
formalmente a la UGEL. El Minedu tiene la función de brindar asistencia técnica a las 
instancias de gestión educativa descentralizada para la evaluación de dichos planes. 
 
Cuando la UGEL identifique el incumplimiento de estas obligaciones por parte de uno o más 
colegios privados debe evaluar el inicio de un procedimiento administrativo sancionador, y 
poner en conocimiento de la DRE y del Instituto Nacional de Defensa de la Competencias 
y de la Protección de la Propiedad Intelectual (Indecopi).  
 
Asimismo, la referida norma técnica establece que el plan de recuperación de clases de las 
instituciones educativas privadas tiene que contener como mínimo los siguientes 
elementos:  
 

(i) La descripción de las actividades propuestas y metas para alcanzar los 
objetivos y los aprendizajes por nivel, ciclo y grado. 
  

(ii) La descripción de las estrategias a utilizar para la recuperación de los 
aprendizajes programados. 

  
(iii) El cronograma de la reprogramación de clases por nivel, ciclo y grado. 

  
(iv) La descripción de las estrategias de prestación del servicio educativo a 

distancia y sus respectivas herramientas y metodologías, en caso la 
institución educativa privada haya decidido brindar ese servicio.  

 
En caso la IE privada decida establecer una estrategia de servicio educativo a distancia, 
ésta debe cumplir con el enfoque orientado por competencias del CNEB, e incluir 
mecanismos de retroalimentación a los estudiantes, bajo la guía pedagógica del personal 
docente.  
 
La UGEL tiene la obligación de supervisar, a través de los medios pertinentes, la prestación 
del servicio educativo a distancia a cargo de la IE privada, para lo cual puede requerirle 
información y/o documentación que considere necesarios, solicitar información a otras 
entidades, o realizar cualquier otra actuación.  
 

                                                           
50 Resolución que aprueba la norma técnica “Disposiciones para la prestación del servicio de educación básica 
a cargo de instituciones educativas de gestión privada, en el marco de la emergencia sanitaria nacional”. 
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El marco normativo glosado permite sostener que los colegios privados tienen la autonomía 
para determinar si prestan servicio educativo a distancia, pero de ocurrir ello, deben 
informarlo formalmente a la autoridad educativa local, a fin de que ésta cumpla con 
supervisar y monitorear la efectiva prestación de dicho servicio. 
 
 
 

3.2.1 La regulación del servicio educativo privado 
 
Los cambios para la mejora del servicio educativo privado de educación básica dependen, 
principalmente, de que se emita un marco normativo con rango de ley que, respetando la 
autonomía de los colegios privados, permita garantizar condiciones de calidad educativa a 
la que tienen derecho miles de estudiantes.  
 
Ese cambio requerirá, además de voluntad política, un proceso de deliberación entre los 
órganos políticos, la sociedad civil y la academia. De alguna manera, este proceso se ha 
iniciado en la educación universitaria, a través de la Ley Universitaria y del inicio del proceso 
de licenciamiento de universidades. Para ello fue fundamental una sentencia del Tribunal 
Constitucional que estableciera los lineamientos generales para una reforma universitaria.  
 
Empero, en el servicio educativo privado de educación básica la realidad es que ese 
proceso de cambio está lejos de iniciarse, o peor aún, de afrontar un debate en la 
comunidad política. 
  
La Defensoría del Pueblo ha emitido opiniones e informes mediante los cuales ha 
desarrollado algunas ideas respecto a la forma cómo se relacionan los colegios privados y 
los padres y madres de familia, en particular sobre aspectos económicos.51 De igual 
manera, en el año 2019 se publicó un informe sobre la primera supervisión a colegios 
privados de nivel de educación primaria, realizada en 7 regiones del país.52 
 
Conforme a la Observación General N° 13 del Comité de DESC, las obligaciones del Estado 
para garantizar y hacer efectivo el derecho a la educación y sus componentes deben de 
comprender el servicio educativo brindado por instituciones particulares. Incluso, señala 
como obligación jurídica concreta de los Estados partes del PIDESC, que éstos tienen que 
establecer  “las normas mínimas… en materia de enseñanza” que deben cumplir todas las 
instituciones educativas privadas”.   
 
Entonces, conforme al derecho internacional de los derechos humanos, el Estado tiene la 
obligación de garantizar que el servicio educativo privado tenga por fin el pleno desarrollo 
de las personas y respete los componentes del derecho a la educación53; y de regular el 
servicio educativo brindado por instituciones educativas privadas. 

                                                           
51 Por ejemplo, en el Informe de Adjuntía N° 003-2017-DP/AAE, El marco legal vigente sobre la cuota de ingreso 
y el aumento de las pensiones en instituciones educativas privadas; y en el Informe de Adjuntía N° 004-2018-
DP/AAE, Opinión sobre el Proyecto de Ley 194/2017-CR, “Ley que modifica el artículo 14 de la Ley N° 26549, 
Ley de Centros Educativos Privados”. 
52 Informe de Adjuntía N° 004-2019-DP/AAE, Derecho a una educación de calidad en colegios privados de nivel 
primaria. Logros de aprendizaje y condiciones del servicio educativo. Ver: https://www.defensoria.gob.pe/wp-
content/uploads/2019/09/Informe-de-Adjunt%C3%ADa-N%C2%B0-004-2019-Derecho-a-una-
educaci%C3%B3n-de-calidad-en-colegios-privados-de-nivel-primaria.pdf 
53 Ver el capítulo primero de este informe. 

https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2019/09/Informe-de-Adjunt%C3%ADa-N%C2%B0-004-2019-Derecho-a-una-educaci%C3%B3n-de-calidad-en-colegios-privados-de-nivel-primaria.pdf
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2019/09/Informe-de-Adjunt%C3%ADa-N%C2%B0-004-2019-Derecho-a-una-educaci%C3%B3n-de-calidad-en-colegios-privados-de-nivel-primaria.pdf
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2019/09/Informe-de-Adjunt%C3%ADa-N%C2%B0-004-2019-Derecho-a-una-educaci%C3%B3n-de-calidad-en-colegios-privados-de-nivel-primaria.pdf
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En esa misma línea, el artículo 15 de la Constitución Política del Perú reconoce el derecho 
de toda persona natural o jurídica de promover y conducir instituciones educativas, 
“conforme a ley”. De igual manera, la Ley General de Educación y la Ley de Centros 
Educativos Privados establecen el derecho de las personas de crear y dirigir instituciones 
educativas privadas, bajo la autorización, supervisión y fiscalización del Estado.  
 
De estas normas se puede determinar que existe una vinculación esencial entre la 
prestación del servicio educativo y el marco regulatorio que el Estado tiene la obligación de 
emitir. Sin embargo, desde la Constitución Política de 1993, el Perú ha tenido dos normas 
con rango de ley que regulan el servicio educativo privado: el Decreto Legislativo N° 882, 
Ley de Promoción de la Inversión en la Educación, y la Ley N°26549, Ley de Centros 
Educativos Privados. En parte, puede incluirse el Código de Protección y Defensa del 
Consumidor.  
 
En este periodo, hubo cambios sustanciales en la realidad de la oferta educativa privada, 
sobre todo en los mecanismos de oferta y demanda. En los años 90, luego de una grave 
crisis económica, era razonable que el Estado optara por un marco legal que promueva la 
inversión en la educación (DL N° 882).  
 
Sin embargo, a partir del nuevo siglo, y en particular desde el crecimiento económico 
iniciado alrededor del año 2004 y 2005, se produjo la expansión de la oferta educativa 
privada, pero sobre todo el crecimiento de instituciones educativas privadas en zonas 
urbano marginales, con oferta de servicios educativo de bajo costo.54  
 
En efecto, el 60% de la población estudiantil matriculada en una IE privada paga una 
pensión menor de 300 soles, el 24%, paga entre 300 y 500 soles, el 10%, paga entre 500 
y 900 soles, y el 6%, paga más de 900 soles.55 Como se puede observar, la mayor cantidad 
de estudiantes matriculados en un colegio privado paga pensiones consideradas de bajo 
costo.  
 

 

El servicio educativo privado y la noción de servicio público 
 
Todas esas instituciones educativas privadas se conducen por un mismo marco legal, el 
cual no ha impedido que se produzcan problemas vinculados a la calidad de la enseñanza; 
a la forma cómo se vinculan y relacionan las familias y los colegios privados; a las 
prestaciones que reciben las familias por los pago efectuados, muchas veces con 
incrementos que no se reflejen en la mejora del servicio ofrecido; o incluso a la forma como 
actúan los colegios privados, ajenos a una efectiva supervisión y fiscalización por parte del 
Estado.  
 

                                                           
54 María Balarin, La privatización por defecto y el surgimiento de las escuelas privadas de bajo costo en el Perú. 

¿Cuáles son sus consecuencias?, en Revista de la Asociación de Sociología de la Educación, volumen 9 
número 2, año 2016. 
55 Según datos expuestos en el quinto encuentro digital CADEx “Año escolar 2020: Desafíos y oportunidades”, 

con fuente en el portal Identicole (2019), realizado y transmitido por IPAE el 28 de abril de 2020.  



Adjuntía para la Administración Estatal 
 

37 
 

En razón a ello, la Defensoría del Pueblo sostiene que ese crecimiento de la oferta 
educativa privada debió significar una respuesta del Estado en forma de un marco legal 
destinado a garantizar las condiciones para la prestación de un servicio educativo de 
calidad para las niñas, niños y adolescentes.  
En relación con esta limitada regulación legal sobre colegios privados, resulta importante 
recordar que, de acuerdo al artículo 4 de la LGE, la educación además de un derecho 
también tiene categoría de servicio público.  
 
Al respecto, en el Perú la categoría jurídica del servicio público no ha tenido mayor 
desarrollo, como señala Zegarra Valdivia: 

 
“(…) a pesar de la evidente presencia de la expresión servicio público en la legislación (…) 

no existe en el sistema jurídico peruano alguna definición científica –producida por la 

doctrina peruana- que sea apta para operar la síntesis de sus elementos esenciales y para 

facilitar la identificación en el conjunto, de las nociones y conceptos del Derecho 

Administrativo”56. 

Es decir, que el sistema jurídico otorgue contenido al término “servicio público” tendrá 
consecuencias en la manera como se comprende el servicio educativo privado, y sobre 
todo en la regulación del mismo. 
  
Para dicho fin resulta sumamente útil la revisión del derecho comparado en que la 
educación ha sido calificada de modo similar. En Colombia, que si bien se alude al “servicio 
público”57, la regulación del sector privado por el Estado es muy intensa, claro está, 
partiendo de un marco legal específico distinto al peruano. En el caso de Argentina, la 
educación es un “bien público”58, y también, su regulación reglamentaria es relativamente 
más intensa que la peruana.  
 

La relevancia de este comentario reside en el hecho que la sola alusión a una categoría 
jurídica, como la del “servicio público”, no ha permitido resolver problemas cotidianos como 
la calidad de la enseñanza, las condiciones de prestación del servicio educativo privado, 
las relaciones entre colegios privados y las familias, las alzas abruptas en las pensiones 
escolares, o tan sólo definir principios comunes y básicos para el ejercicio de las medidas 
disciplinarias en las escuelas privadas. 
 
Este aparente déficit en la regulación de la educación privada tiene efectos también en 
situaciones extraordinarias como las que afronta el país ante la emergencia sanitaria 
nacional, donde no existe un marco legal que proteja efectivamente al padre y madre de 
familia respecto al servicio que reciben, que puede incluir la variación de su modalidad de 
presencial a virtual, o aquel que dejan de recibir sus hijos e hijas, o los pagos que se les 
obliga realizar.  
 

                                                           
56 Zegarra Valdivia Diego. El Servicio Público en el Sistema Jurídico Peruano. Palestra Editores. Lima. 2005, 
pág. 349 
57 Artículo 1 de la Ley 115 de febrero 8 de 1994, Ley General de Educación de la República de Colombia.  
58 Artículo 2 de la Ley 26.206-2006, Ley de Educación Nacional de la República de Argentina.  
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La experiencia comparada: la regulación en Colombia 
 
Conforme con lo anterior, se puede determinar que en la legislación peruana no existe una 
regulación que delimite o articule la libertad de contratación con el derecho fundamental a 
la educación, situación diferente a la de otros países, como el referido caso de Colombia 
que tiene algunas características importantes que podrían tomarse como ejemplo en el 
Perú. 
 
En Colombia la ley regula el servicio educativo privado59, y dispone aspectos fundamentales 
como la existencia de un contrato entre el colegio privado y el usuario del servicio, el mismo 
que debe contener los derechos y obligaciones de las partes, las causales de terminación 
y las condiciones de renovación. No obstante, quizá lo más relevante de la ley colombiana 
sobre el contrato de servicio educativo privado es que el proyecto educativo institucional y 
el reglamento interno o manual de convivencia del establecimiento educativo son parte 
integrante del contrato60. 
 
Además de ello, existe otro aspecto regulado en la ley colombiana -quizá el más importante 
con miras al caso peruano- referido a los cobros que pueden efectuar.  La ley de educación 
de Colombia establece qué aspectos considerar para determinar la tarifa a cobrar, las 
características de las tarifas (explícitas, simples y con denominación precisa) e incluso los 
principios que deben guiar el cobro de las tarifas (solidaridad social y redistribución 
económica).  
 
A fin de graficar el nivel de detalle de la regulación colombiana sobre los cobros de los 
colegios privados, se presenta la siguiente disposición61:  

 

“Para el cálculo de tarifas se tendrán en cuenta los siguientes criterios: a) La 

recuperación de costos incurridos en el servicio se hará mediante el cobro de 

matrículas, pensiones y cobros periódicos que en su conjunto representen 

financieramente un monto igual a los gastos de operación, a los costos de reposición, 

a los de mantenimiento y reservas para el desarrollo futuro y, cuando se trate de 

establecimientos con ánimo de lucro, una razonable remuneración a la actividad 

empresarial. Las tarifas no podrán trasladar a los usuarios los costos de una gestión 

ineficiente;” (Subrayado nuestro) 

 
Además de esta regulación que le señala al colegio privado bajo qué criterios formular sus 
tarifas, la ley de Colombia también fija unos límites materiales (o económicos) a las mismas, 
pero con base en criterios objetivos vinculados a evaluaciones sobre la calidad del servicio 
ofrecido y brindado a los estudiantes. En efecto, en Colombia la ley creó tres regímenes de 
cobros para los colegios privados, los mismos que tienen reglas para el acceso y para el 

                                                           
59 Título X, Normas especiales para la educación impartida por particulares, de la Ley 115 de febrero 8 de 1994, 
Ley General de Educación de la República de Colombia. 
60 Artículo 201 de la Ley 115 de febrero 8 de 1994. 
61 Artículo 202 de la Ley 115 de febrero 8 de 1994. 
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funcionamiento. Estos regímenes son de “Libertad regulada”, “Libertad vigilada” y “Régimen 
controlado”.62 
 
A manera de colofón a este breve repaso de la experiencia comparada en Colombia, se 
puede mencionar que además de la ley, la Corte Constitucional de Colombia también ha 
emitido jurisprudencia mediante la cual ha controlado la actuación de los colegios privados 
cuando la misma ha vulnerado el derecho a la educación.63  
 
Por ejemplo, la referida corte ha dispuesto que el padre y madre de familia obtenga el 
certificado de estudios de su hijo o hija cuando el colegio privado se lo deniega por motivo 
de deuda. Como se sabe, la ley peruana faculta al colegio privado retener el certificado por 
deuda, pero a diferencia de Colombia, la jurisprudencia no ha desarrollado una 
argumentación ni regla que controle dicha potestad del colegio privado y limite o evite el 
abuso.  
 
Esta experiencia comparada otorga una base o fundamento para sostener que uno de los 
problemas en la regulación del servicio educativo privado en general, y de la regulación del 
régimen económico en particular, es la ausencia de un marco legal más intenso, que, 
respetando la libertad de contratación reconocida constitucionalmente, establezca 
parámetros a la amplísima autonomía que tienen los colegios privados.  
 
No es la intención de la Defensoría del Pueblo pretender que se adapten modelos 
regulatorios foráneos, sino exponer argumentos para iniciar un debate dentro de la 
comunidad política sobre la manera cómo se regula el servicio educativo privado en el país. 
Concomitante con la opción política de tener una regulación intensa o laxa, cabe recordar 
que existen miles de personas cuyo goce y ejercicio pleno del derecho a la educación se 
verá afectado por dicho marco normativo.  
 

 

El servicio educativo privado en el contexto de la emergencia sanitaria 

 
Las referidas características del actual marco regulatorio de la educación privada en el país 
ha generado consecuencias en miles de familias en esta situación de emergencia sanitaria 
por el COVID-19.  
 
Sobre este tema, se han suscitado dos situaciones diferentes. Primero, aquellos colegios 
privados que decidieron –con base a una evaluación interna- no brindar servicio educativo 
a distancia a sus estudiantes, evidentemente, no tienen habilitación legal para realizar 
ningún cobro a los padres y madres de familia, por la sencilla razón de que sólo se puede 
cobrar por servicio educativo efectivamente recibido64 

 
La otra situación es problemática y se presenta cuando un colegio privado decide brindar 
educación a distancia e incorpora esa estrategia educativa en su plan de recuperación de 
clases, lo comunica a los padres y madres de familia y lo informa a la UGEL. En este punto, 

                                                           
62 Artículo 202 de la Ley 115 de febrero 8 de 1994. 
63 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T-380A/17, ver fundamento 33. 
64 Ley N° 29571, Código de protección y defensa del consumidor, artículo 74 literal b, y Decreto Legislativo N° 
1476, artículo 6 numeral 6.6. 
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si el colegio brinda servicio educativo a distancia a sus estudiantes legalmente está 
facultado a cobrar la pensión a los padres y madres de familia. 
 
Sin embargo, las familias expresan dos reparos. Uno, que el servicio educativo a distancia 
no es igual que la educación presencial y, en consecuencia, se debe reducir el monto de 
las pensiones; y segundo, otras familias pueden directamente señalar su disconformidad 
por el servicio educativo a distancia calificándolo como deficiente, y pueden decidir desde 
no pagar la pensión o, incluso, decidir trasladar a su hijo o hija a otro colegio.  
 
Al respecto, el Ministerio de Educación y el Ejecutivo han evaluado estos problemas que 
afectan a miles de familias y han emitido un marco normativo que busca brindarles una 
solución. Una de estas medidas es la publicación del Decreto Legislativo N° 1476.65 Esta 
ley tiene por finalidad garantizar la transparencia de la información en la prestación de 
servicios brindados por instituciones educativas privadas, para que los usuarios de los 
servicios educativos privados tomen la decisión más adecuada.  
La norma dispone que en un plazo de siete días calendario, contados desde la publicación 
de la ley, los colegios privados entregan de manera obligatoria información “veraz, 
oportuna, completa, de buena fe, apropiada y de fácil acceso y comprensión”, referida a las 
prestaciones y costos incluidos en el pago de la cuota de matrícula y de las pensiones, 
“desagregando aquellos conceptos que pueden ser brindados de manera no presencial y 
aquellos que no”.66  
 
Como consecuencia de sincerar los costos en que incurre el colegio privado, el artículo 6 
del decreto legislativo establece que éste no puede cobrar por las prestaciones que se han 
dejado de brindar producto de la emergencia sanitaria por el COVID-19, así como tampoco 
por nuevos conceptos que no se encuentran vinculados con el servicio educativo no 
presencial.  
 
Asimismo, la norma señala que en un plazo no mayor a siete días calendario contados 
desde el día siguiente de la publicación del decreto legislativo, el colegio privado debe 
remitir a los usuarios del servicio educativo una “´propuesta de modificación del contrato o 
documento que detalla las condiciones de prestación del servicio educativo”.  
 
En caso las familias no estén conformes con la propuesta planteada, o que no la reciban o 
si la IE privada indica que no cuenta con esta propuesta, podrán, alternativamente, resolver 
el contrato o aceptarlo, sin perjuicio de que puedan decidir acudir a “las instancias 
administrativas y judiciales con la finalidad de que se evalúe en dichas instancias las 
condiciones contractuales aplicadas por la institución educativa privada”. 
 
La Defensoría del Pueblo saluda y resalta el trabajo y esfuerzo del gobierno en emitir esta 
ley que, en líneas generales, coadyuvará a que muchas familias accedan a la información 
necesaria para decidir lo mejor para sus hijos e hijas. Ello les permitirá conocer con certeza 
los conceptos que están pagando o pagarán durante el año escolar 2020, o si dichos costos 

                                                           
65 Decreto Legislativo que establece medidas para garantizar la transparencia, protección de usuarios y 

continuidad del servicio educativo no presencial en las instituciones educativas privadas de educación básica, 
en el marco de las acciones para prevenir la propagación del COVID-19, publicado el 5 de mayo de 2020. 
66 La norma también dispone que a solicitud del usuario del servicio educativo o de la UGEL, el colegio privado 

entregue uno de los estados financieros correspondientes al ejercicio anterior. 
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no son asumibles por la economía familiar y decidir trasladar a sus hijos a otra oferta 
educación privada o, incluso, a un colegio del Estado.  
 
Este decreto legislativo va en la línea del derecho reconocido en el artículo 65 de la 
Constitución Política, en el sentido de proteger los intereses del consumidor garantizándole 
el acceso a la información necesaria sobre los servicio educativos privados, de manera que 
el padre y madre de familia pueda ejercer libremente su derecho constitucional a escoger 
el centro de educación de sus hijos.67 
 
Con la información que deberán brindar las instituciones educativas privadas, muy 
posiblemente muchas familias decidirán trasladar a sus hijos e hijas a otra institución 
educativa. Es plausible sostener que las familias de escasos recursos o aquellas que serán 
más afectadas en su economía por la emergencia del COVID-19 optarán por acudir a la 
oferta educativa pública.  
 
En tal sentido es importante resaltar que el Ministerio de Educación haya dispuesto la 
creación de una plataforma para el registro de solicitudes de traslado y matrícula en una 
institución educativa pública de educación básica, la misma que tuvo vigencia del 8 al 22 
de mayo. Es decir, el ministerio está adoptando medidas articuladas para atender y 
solucionar las posibles distorsiones que se presenten en la educación privada durante la 
emergencia sanitaria.  
 
No obstante ello, cabe pensar que cuando una familia matricula o traslada a su hijo a una 
institución educativa lo hace con la idea de que esa relación se mantendrá en el tiempo en 
tanto se culmine el grado, el nivel o la educación básica. En tal sentido, sobre estas 
consideraciones legales la Defensoría del Pueblo plantea algunas observaciones.  
 
Primero, respecto al traslado de estudiantes, el Ministerio de Educación y las instancias de 
gestión educativa descentralizada deben prepararse para recibir y atender una alta 
demanda de estudiantes provenientes de instituciones educativas privadas.  
 
Los Gobiernos Regionales, a través de las UGEL y las DRE, deben garantizar las 
condiciones para que los más de 100 mil estudiantes que se trasladen o matriculen en un 
colegio público68, en el contexto de la emergencia sanitaria por el COVID-19, puedan 
continuar estudios presenciales con infraestructura educativa salubre y segura, con 
disponibilidad de profesores preparados, mobiliario, equipamiento y materiales educativos 
adecuados, así como con alimentación garantizada a través del programa Qali Warma.  
 
Por otra parte, si bien el DL N° 1476 es una medida importante que permitirá a muchas 
familias tener la información necesaria para decidir la continuidad de sus hijos e hijas en 
una IE privada, también es cierto que no soluciona el problema de aquellas familias que 
decidan continuar en el servicio educativo privado, pero que no están conformes con los 
montos de pensión que la IE privada decide cobrar.  
 

                                                           
67 Constitución Política, artículo 13. 
68 Nota de prensa del Ministerio de Educación publicada el 11 de junio de 2020. Ver: 

https://www.gob.pe/institucion/minedu/noticias/185390-minedu-asigna-mas-de-100-mil-vacantes-en-colegios-
publicos 

https://www.gob.pe/institucion/minedu/noticias/185390-minedu-asigna-mas-de-100-mil-vacantes-en-colegios-publicos
https://www.gob.pe/institucion/minedu/noticias/185390-minedu-asigna-mas-de-100-mil-vacantes-en-colegios-publicos


Adjuntía para la Administración Estatal 
 

42 
 

La referida norma no dispone la obligación del colegio privado de negociar nuevas 
condiciones de la prestación del servicio, tal es así que el numeral 6.1 del artículo 6 señala 
textualmente que “Los/as usuarios/as y las instituciones educativas privadas se encuentran 
facultados para, en el marco de la emergencia sanitaria por el COVID-19, evaluar y negociar 
la modificación del contrato o documento que detalla las condiciones de prestación del 
servicio educativo considerando las prestaciones que se brindan de manera efectiva”.  
 
En el derecho una facultad puede o no ejercerse por parte de una persona, porque no es 
un deber ni menos una obligación cuyo incumplimiento genere una consecuencia jurídica. 
Es decir, el colegio privado puede decidir libremente si negocia o no con la familia otros 
términos del contrato o condiciones de prestación del servicio.  
 
Además de ello, el numeral 6.2 del artículo 6 señala un plazo de siete días para que la IE 
privada que brinde servicio educativo no presencial comunique a la familia “la existencia o 
no de una propuesta de modificación del contrato o documento que detalla las condiciones 
de prestación del servicio educativo”. En la misma lógica que en el punto anterior, la IE 
privada puede hacer una propuesta de modificación como también puede no hacerlo, 
porque nada la obliga a ello.  
 
En tal sentido, es factible pensar que muchas familias realizaron un plan o proyecto de 
estudios o de vida con sus hijos e hijas, y decidan libremente continuar recibiendo el servicio 
educativo privado en una determinada institución educativa privada. Es más, el artículo 13 
constitucional los ampara. Por ello, en esos casos límite cuando las familias quieran 
proseguir en la IE privada pero no estén conformes con los cobros por la prestación del 
servicio, la ley debería otorgarles una salida o mecanismo para solucionar esta 
controversia, antes de enviarlos a una instancia judicial.  
 
Por ello, la Defensoría del Pueblo considera que el decreto legislativo debe complementarse 
o modificarse incluyendo una disposición legal que, en el marco de la emergencia sanitaria 
por el COVID-19, tenga por fin crear un procedimiento legal para la reducción del monto de 
las pensiones mediante el otorgamiento de un derecho de los padres y madres de familia 
de solicitar la reducción de las pensiones y la consecuente obligación del colegio privado 
de negociar los términos de dicha reducción.  
 
Este procedimiento legal debe priorizar el acuerdo de voluntades entre las partes, y sólo 
cuando no se consiga ello los padres y madres de familia solicitarán la intervención de la 
Dirección Regional de Educación, la que emitirá un informe técnico respecto a la 
procedencia del pedido y la cuantía de la reducción, en base a criterios objetivos normados 
previamente. 
 
En caso la institución educativa privada sea renuente a aceptar la opinión técnica de la 
autoridad administrativa (DRE), el padre de familia acudirá directamente a la vía judicial, en 
ejercicio constitucional de su libertad de acción y su derecho a la tutela judicial.  
 
Por otra parte, respecto al cumplimiento del Decreto Legislativo N° 1476, la Defensoría del 
Pueblo solicitó información a las Unidades de Gestión Educativa Local correspondientes 
respecto a los 116 colegios privados de nivel de educación primaria supervisados en siete 
regiones del país en el año 2019.  
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Gráfico N° 9 
Colegios privados que informaron a las familias el costo de su servicio, según el 

Decreto Legislativo N° 1476 
(n: 116) 

 

 
Elaboración: Defensoría del Pueblo (2020) 

 
Como muestra el gráfico anterior, en base a la información brindada por las UGEL 
consultadas, el 52% (60) de los 116 colegios privados supervisados en 2019 por la 
Defensoría del Pueblo sí cumplieron con informar a los padres y madres de familia respecto 
a los costos de la prestación de su servicio educativo. El 10% (12) no cumplió con dicha 
obligación y sobre un 38% (44) no se obtuvo información o respuesta de parte de la UGEL.  
 
Además del cumplimiento del DL N° 1476, también se preguntó a las UGEL si los 116 
colegios privados brindan servicio educativo no presencial y si entregaron sus planes de 
recuperación de clases.  
 
Sobre el primer punto, el 51% (59) de colegios privados sí está brindado educación bajo la 
modalidad no presencial, 1 no está dando ese servicio y respecto al 48% (56) no se recibió 
información o respuesta.  
 
Asimismo, el 50% (58) de los colegios remitió su plan de recuperación de clases a la UGEL, 
el 3% (4) no cumplió con dicho envío y sobre el 47% (54) la Defensoría del Pueblo no recibió 
información y respuesta por parte de las UGEL.  
 

 

3.2.2 El logro de aprendizajes 
 
En el mes de marzo del año 2019 la Defensoría del Pueblo supervisó 116 colegios privados 
de nivel de educación primaria, y solicitó al Minedu sus resultados de la ECE del año 2018. 
Con esa información, en el Informe de Adjuntía N° 4-2019-DP/AAE se hizo un análisis de 
algunas variables y condiciones de prestación del servicio educativo privado y su 
vinculación con una educación de calidad y, en concreto, con los resultados de los 
aprendizajes de los estudiantes.  
 
De acuerdo a los resultados generales de la ECE 2018, el 34,4 de estudiantes de cuarto 
grado de primaria de colegios no estatales alcanzó el nivel “satisfactorio” en matemática; y 
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el 42,9, en lectura. A su vez, en los resultados de la evaluación del año 2019 realizada a 
estudiantes de cuarto grado de primaria, el 38,1 de estudiantes de colegios no estatales 
alcanzó el nivel de aprendizaje “satisfactorio” en matemática; y el 45,5, en lectura.   
 
Respecto a los resultados de la ECE 2018 de los 116 colegios privados de bajo costo 
supervisados por la Defensoría del Pueblo, cabe precisar que el valor de medición por 
institución educativa es el indicador denominado “media promedio”. En la ECE 2018 la 
“media promedio” fue de 500 puntos en lectura y matemática. En lectura, el 43% (50) de los 
116 colegios privados supervisados alcanzó esa medida; y en matemática, el 31% (36).  
 
Por otra parte, en el análisis de las variables que mostraron algún grado de efecto o 
vinculación con el logro de los aprendizajes de los estudiantes, medidos por la ECE, el 
principal fue el monto de la pensión cobrada por el colegio privado. Una conclusión similar 
se encuentra en una publicación del Grupo de Análisis para el Desarrollo (GRADE), a 
propósito de una investigación sobre el mercado educativo privado en San Juan de 
Lurigancho69 
 
Los colegios privados de bajo costo supervisados por la Defensoría del Pueblo se dividieron 
en dos grupos según el monto de la pensión cobrado en el año 2018: aquellos con pensión 
menor a los 250 soles y aquellos con pensión mayor a los 250 soles. 
 
 

Gráfico N° 10 
Resultados de la ECE 2018 en matemática, por monto de pensión de la IE privada 

 

 
Elaboración: Defensoría del Pueblo (2019) 

 
Este gráfico muestra, a manera de ejemplo, que del grupo de colegios privados 
supervisados que cobran una pensión superior a 250 soles, 14 de ellos obtuvieron sus 
estudiantes resultados en el nivel “satisfactorio” en matemática, mientras que solamente 4 
obtuvieron el nivel “en inicio”.  
 

                                                           
69 Mercado privado, consecuencias públicas. Los servicios educativos de provisión privada en el Perú. GRADE, 

Documentos de investigación: Educación y aprendizajes; Lima, año 2018. Ver capítulo 2: Mirada histórica a la 
creación y regulación del mercado educativo en el Perú. 
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Por el contrario, del conjunto de colegios privados que cobran pensión inferior a los 250 
soles, 9 alcanzaron el nivel “satisfactorio” en matemática, por 13 que obtuvieron el nivel “en 
inicio”.  
 
Es decir, parece existir una relación proporcional entre los montos de pensión y los 
resultados de la evaluación de los aprendizajes de los estudiantes, donde a menor pensión 
menos colegios alcanzan resultados en el nivel “satisfactorio” (9) en matemática y más 
colegios obtienen el nivel “en inicio” (13); y por el contrario, a mayor pensión (más de 250 
soles), más colegios obtienen resultado “satisfactorio” (14) en matemática, y menos 
colegios obtienen resultado “en inicio” (5). 
 
Uno de los problemas derivados del marco regulatorio de la educación privada es el referido 
al cobro y pago de las pensiones en los colegios privados, sobre todo durante el periodo de 
la emergencia sanitaria nacional y la prestación del servicio educativo no presencial.  
 
Al respecto, es fundamental que los colegios privados obtengan los recursos necesarios 
para prestar un mejor servicio educativo, debido a que –según muestran los datos- ello 
puede influir o incidir en los aprendizajes de los estudiantes. Empero, también el cobro 
efectuado a las familias debe responder a criterios objetivos, razonables y debidamente 
justificados.  
 
Evidentemente, al establecer una vinculación entre los aprendizajes obtenidos en colegios 
privados de bajo costo y las condiciones de prestación del servicio educativo, basado en lo 
reducido de la pensión cobrada a las familias, es posible inferir que durante el periodo de 
la emergencia sanitaria muchos colegios privados de ese tipo se verán afectados en la 
obtención de ingresos y, en consecuencia, la baja calidad del servicio ofrecido podría 
inclusive empeorar.  
 
Aunado a esta hipótesis, no se debe olvidar que la oferta educativa de los colegios de bajo 
costo, evidentemente, está dirigido a un sector de la población que muy posiblemente verá 
afectada su economía familiar, porque trabajan en el sector informal de la economía, o 
porque perderán sus trabajos debido a la suspensión de actividades comerciales.     
 
 

3.2.3 El personal docente 
 
Los colegios privados de bajo costo, además de cobrar pensiones reducidas, tampoco 
suelen cobrar la cuota de ingreso, pues el 27% (31) de los 116 colegios supervisados cobró 
este concepto. La forma en que esos colegios gestionan la percepción de ingresos afecta 
la calidad del servicio educativo brindado, reflejada, por ejemplo, en infraestructura 
inadecuada, déficit de equipamiento, materiales o espacios de apoyo a la docencia como 
laboratorios, bibliotecas o salas de cómputo.  
 
La Defensoría del Pueblo halló que el 48% (56) de los 116 colegios supervisados tenía 
contratado a personas que aún no tenían el título en educación. Al respecto, el artículo 58 
de la Ley General de Educación, ordena que en la educación básica sea “requisito 
indispensable el título pedagógico para el ejercicio de la docencia”. 
 
 



Adjuntía para la Administración Estatal 
 

46 
 

 
Gráfico N° 11 

Personal contratado con título en educación en colegios privados 

 

 
Elaboración: Defensoría del Pueblo (2019) 

 
Este gráfico muestra que de los 56 colegios privados que tenían personal contratado sin 
tener título en educación, en 12 sólo hay una persona en dicha situación; en 35, entre 2 y 
5 personas; y en 9, más de 5 personas. Sin embargo, un dato aún más preocupante es que 
en ese conjunto de 56 colegios privados hay 16 que tenían contratados como profesores a 
estudiantes de la carrera enseñando. 
 
La obtención del título constituye la acreditación mínima para desempeñarse 
profesionalmente en un determinado ámbito del conocimiento. Por ello es que la ley exige 
esa condición para enseñar a estudiantes en la educación básica.  
 
Como se observó previamente, en la educación pública existe un problema en la política de 
formación de docentes que enseñan en ámbitos rurales. Empero, en el servicio educativo 
de gestión privada también existe un problema referido al control del personal que enseña 
a niños, niñas y adolescentes en la educación básica.  
 
Durante la emergencia sanitaria por el COVID-19, el marco normativo que regula el servicio 
educativo privado señala que el personal docente debe acompañar el proceso de 
enseñanza de sus estudiantes, así como seguir los lineamientos y contenidos pedagógicos 
del Currículo Nacional de la Educación Básica.  
 
Sin embargo, es razonable cuestionarse si personas sin título en educación, o inclusive 
estudiantes de la carrera, cuentan con las condiciones de formación y de acceso a 
herramientas y recursos de las TIC para cumplir con las citadas funciones y 
responsabilidades.  
 
 

3.2.4  La supervisión de la educación privada 
 
Otro elemento importante de la regulación del servicio educativo está referido al ejercicio 
de las potestades de supervisión, fiscalización y sanción a colegios privados, y los efectos 
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sobre el cumplimiento de esos deberes por parte de las instancias de gestión educativa 
descentralizada.  
 
En efecto, una regulación difusa y poco clara de las competencias de supervisión y 
fiscalización tendrá consecuencias en la gestión de las instituciones educativas privadas. 
La Defensoría del Pueblo ha atendido muchas quejas de la ciudadanía vinculadas a 
colegios privados, donde durante la investigación de las quejas presentadas se ha 
encontrado con una opinión de la UGEL en el sentido de que “no interviene, porque esa es 
competencia de Indecopi”, por el simple hecho de tratarse de un servicio de índole privada.  
 
Asimismo, como se ha señalado en el capítulo segundo de este informe, las instancias de 
gestión educativa descentralizada tienen el deber de supervisar la prestación del servicio 
educativo privado en general, y en particular la calidad de la educación a distancia brindada 
a niñas, niños y adolescentes.  
 

Gráfico N° 12 
Número de supervisiones realizadas por la UGEL en los colegios privados 

 

 
Elaboración: Defensoría del Pueblo (2019) 

 
El gráfico número 12 muestra que de los 116 colegios privados supervisados por la 
Defensoría del Pueblo, 20 no fueron supervisadas por la UGEL durante el año 2018, 33 lo 
fueron en una sola oportunidad, mientras que 39 y 24 fueron supervisadas 2 veces y en 
más de 3 veces, respectivamente.  
 
Por otra parte, la Defensoría del Pueblo también recabó información de las DRE y las UGEL 
en las 7 regiones focalizadas para la supervisión de colegios privados. El resultado en líneas 
generales demuestra que dichas instancias de gestión educativa descentralizada no 
cumplen de manera plena sus deberes de supervisión del servicio educativo privado.  
 
Solo la DRE Huánuco, la GRE La Libertad y las UGEL de Concepción, Junín y Pangoa, 
informaron de manera expresa que cumplieron con la conformación de la comisión especial 
responsable de supervisar los colegios privados.  
 
Las DRE Cusco, Madre de Dios y Huánuco, indicaron expresamente que no supervisaron 
colegios privados.  
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Sólo la UGEL Huancayo cumplió con supervisar casi la totalidad de colegios privados en su 
ámbito territorial, mientras que las UGEL de Concepción, Junín, Satipo y Pangoa 
supervisaron menos de la mitad de colegios privados existentes. En La Libertad, sólo la 
UGEL 3 supervisó a todos sus colegios privados en el año 2018, y las UGEL Pacasmayo, 
Otuzco y la UGEL 4 no alcanzaron a supervisar la mitad de las II.EE privadas existentes en 
su ámbito territorial, lo cual sí consiguieron las UGEL 1 y 2  
 
A este respecto, resulta poco plausible y razonable sostener que las Unidades de Gestión 
Educativa Local y las Direcciones Regionales de Educación cumplirán durante el periodo 
de la emergencia sanitaria con su deber de supervisar el servicio educativo brindado a 
distancia por los colegios privados durante el periodo de la cuarentena, cuando, como ha 
podido advertir la Defensoría del Pueblo, en condiciones normales no cumplen con ello. 
Evidentemente, si un colegio privado no es monitoreado y supervisado en el servicio que 
brinda, es factible que la calidad del mismo sea deficiente.   
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4. TRANSPARENCIA DE LA INFORMACIÓN DEL SECTOR 

EDUCACIÓN DURANTE LA PANDEMIA 
 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha señalado expresamente que “el 
actuar del Estado debe encontrarse regido por los principios de publicidad y transparencia 
en la gestión pública, lo que hace posible que las personas que se encuentran bajo su 
jurisdicción ejerzan el control democrático de las gestiones estatales, de forma tal que 
puedan cuestionar, indagar y considerar si se está dando un adecuado cumplimiento de las 
funciones públicas”.70  
 
Es decir, la transparencia y publicidad de oficio de la información de interés público es 
fundamental en toda sociedad democrática, para involucrar a la ciudadanía en el control de 
la gestión estatal y como mecanismo para prevenir y combatir la corrupción. A su vez, el 
cumplimiento de los deberes de la administración pública tiene como finalidad garantizar el 
pleno goce y ejercicio de los derechos fundamentales de las personas, conforme el principio 
reconocido en el artículo 1 de la Constitución Política.71 
 
La obligación de transparencia se extiende también al deber de rendición de cuentas de la 
gestión de la administración pública ante las demás entidades del Estado, especialmente si 
se trata de entidades con una función supervisora como la Defensoría del Pueblo. Para citar 
un ejemplo, aunque hemos solicitado información al Minedu respecto al proceso de entrega 
de los cuadernos de trabajo a las familias de estudiantes de instituciones educativas 
públicas, así como de la infraestructura en telecomunicaciones disponible y operativa para 
la difusión de los contenidos de la estrategia “Aprendo en casa”, estos pedidos no han sido 
respondidos de manera formal72, omisión que, además, implica un incumplimiento del deber 
de cooperación establecido en el artículo 16 de la Ley 26520, Ley Orgánica de la Defensoría 
del Pueblo.  
 
Por otra parte, mediante una nota de prensa publicada en su portal institucional el 14 de 
julio de 2020, el Ministerio de Educación afirmó que la estrategia “Aprendo en casa” llega 
al 95.8% de los escolares de colegios públicos del Perú. Incluso precisó que en el ámbito 
urbano la cifra supera el 96%, mientras que en la zona rural llega al 90%.  
 
En tal sentido, en el marco de las atribuciones constitucionales otorgadas a la Defensoría 
del Pueblo, solicitó a dicho ministerio el informe que contenga el sustento técnico de la 
información publicada en la referida nota de prensa, para conocer el método de medición y 
la fuente de información utilizados, ya que durante nuestras supervisiones regionales 
hemos sido informados de múltiples dificultades que están afrontando los alumnos y 
alumnas para continuar con sus estudios. 
 
El tal contexto, la Defensoría del Pueblo considera necesario que el Ministerio de Educación 
implemente una Sala Situacional de la Educación, la cual se implemente mediante una 

                                                           
70 CIDH, Caso Claude Reyes y otros, párr. 86; y Principios de Lima. Principio 3 “Transparencia y desarrollo”. 
71 “La defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado”. 
72 Oficio N° 64-2020-DP/AAE, de fecha 22 de mayo de 2020 y Oficio N° 83-2020-DP/AAE, de fecha 10 de junio de 2020. 
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plataforma informativa de acceso libre y público a la ciudadanía, donde se publique 
información oportuna, actualizada y sencilla sobre la situación de la educación básica y 
superior durante la emergencia sanitaria por el COVID-19, a nivel regional y nacional.  
 
Un referente al respecto es la Sala Situacional del COVID-19 implementada por el Ministerio 
de Salud, que aunque debe ser mejorada con más datos regionales, ha servido a la 
población y a las autoridades para monitorear e informarse sobre la expansión de la 
pandemia: https://covid19.minsa.gob.pe/sala_situacional.asp 
 
Dicha plataforma debe contener información sobre indicadores que den cuenta de la 
situación actual de los diversos componentes que integran el contenido del derecho a la 
educación, como son los siguientes: 
 

 El número de niños, niñas y adolescentes matriculados en instituciones educativas 
públicas o privadas de educación básica que no tienen acceso a la educación a distancia, 
mediante la estrategia “Aprendo en casa”, por distrito, provincia y región. Este indicador 
debe presentar datos sobre estudiantes pertenecientes a población vulnerable, como 
pueblos indígenas, personas con discapacidad o migrantes. 

 El número de niños, niñas y adolescentes matriculados en una institución educativa 
pública o privada que han abandonado sus estudios durante el periodo de la emergencia 
sanitaria por el COVID-19, por distrito, provincia y región. Este indicador debe presentar 
datos sobre estudiantes pertenecientes a población vulnerable, como pueblos indígenas, 
personas con discapacidad o migrantes. 

 El número de docentes de instituciones educativas públicas que han sido diagnosticados 
por COVID-19 y que están haciendo uso de su derecho a la licencia, y el número de 
docentes de instituciones educativas públicas fallecidos por COVID-19 y cuyas plazas 
han sido cubiertas por otros docentes; en ambos casos por distrito, provincia y región.  

 El número de docentes de instituciones educativas públicas que no tiene acceso a 
internet ni a herramientas de la tecnología de la información y comunicación (TIC), por 
distrito, provincia y región. 

 El número de docentes de instituciones educativas públicas capacitados en el uso de 
herramientas de las TIC durante el periodo de la emergencia sanitaria, por distrito, 
provincia y región.   

 El número de antenas de internet, radio y televisión, por distrito, provincia y región que 
se utilizan para brindar el servicio educativo a distancia mediante la difusión de la 
estrategia “Aprendo en casa”.  

 El número de instituciones educativas públicas de nivel de educación primaria y 
secundaria que cumplieron con entregar de manera completa los cuadernos de trabajo 
a las familias, por distrito, provincia y región. 

 El número de instituciones educativas públicas, de estudiantes y profesores focalizados 
que recibieron de manera efectiva los dispositivos informáticos conforme al Decreto 
Legislativo N° 1465, por distrito, provincia y región. 

 El número de instituciones educativas públicas de nivel primaria y secundaria, ubicadas 
en zona rural de tipo 1 y 2, que han sido autorizadas por la Dirección Regional de 
Educación para brindar clases presenciales, por distrito, provincia y región.  

 
 
 
 

https://covid19.minsa.gob.pe/sala_situacional.asp
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5. RECOMENDACIONES 
 

 
Al Ministerio de Educación 
 

1. IMPLEMENTAR una Sala Situacional de la Educación, mediante una plataforma de 
acceso público donde se publique información oportuna, actualizada y sencilla sobre 
la situación de la educación básica y superior brindada en la modalidad a distancia 
durante la pandemia causada por el COVID-19. Dicha información debe contener 
datos regionales y nacionales; y debe ser actualizada periódicamente por las 
autoridades regionales y nacionales. 
 

2. PUBLICAR en una Sala Situacional de la Educación información sobre el número de 
niños, niñas y adolescentes que abandonan sus estudios de educación básica 
durante la emergencia sanitaria por el COVID-19 en el año escolar 2020, según 
región, provincia y distrito.  

 
3. ELABORAR en coordinación con los Gobiernos Regionales, una estrategia de 

intervención social y educativa que tenga por finalidad prevenir el abandono y la 
deserción escolar en los niños, niñas y adolescentes, sobre todo en los ámbitos 
rurales del país.   

 
4. BRINDAR en el marco del programa de formación en servicio docente, capacitación 

permanente sobre el uso de tecnologías de la información y comunicación a los 
profesores de instituciones educativas públicas, en particular respecto a la 
adecuada implementación de la estrategia “Aprendo en casa”, y sobre formación en 
diversidad, educación inclusiva y adaptaciones curriculares para la atención de 
estudiantes con discapacidad. 
 

5. AGILIZAR la adquisición de los equipos tecnológicos y/o electrónicos y la 
contratación del servicio de Internet para la estrategia “Aprendo en casa”, teniendo 
en cuenta los siguientes aspectos: 
 

i) Que las características de los equipos sean adecuadas para un uso 
prolongado de los estudiantes y con las especificaciones técnicas que 
permitan un uso óptimo de los servicios de Internet y programas básicos 
para el desempeño de los estudiantes en todos los niveles educativos 
(videollamadas, uso de voz, subida de información, etc.) 
  

ii) Que los servicios de internet a contratar permitan a los estudiantes y 
profesores acceder al máximo potencial posible en el desarrollo curricular, 
buscando establecer con los operadores del servicio tarifas accesibles; y 
 

iii) Establecer un mecanismo adecuado para garantizar la capacidad operativa 
de los equipos con un adecuado protocolo de atención de averías. 
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6. TRANSPARENTAR y afinar el monitoreo técnico de la estrategia “Aprendo en casa”, 
que permita sincerar los problemas operativos que se están presentando con el uso 
de los equipos y el acceso a los servicios de internet, televisión, radio y energía. 
 

7. IMPULSAR con el Ministerio de Cultura y el Instituto Nacional de Radio y Televisión 
(IRTP) el fortalecimiento de las actividades de reparación y ampliación de cobertura 
de la señal de radio y televisión del Estado, que permita un adecuado acceso 
mediante radio y televisión a la estrategia “Aprendo en casa”. 

8. EMITIR la norma técnica que regule la ejecución del presupuesto destinado para la 
adquisición de dispositivos informáticos y/o electrónicos y la contratación de servicio 
de internet para estudiantes y profesores de instituciones educativas públicas 
focalizadas y para universidades públicas, conforme al Decreto Legislativo N° 1465. 
 

 
A las Direcciones Regionales de Educación y a las Unidades de Gestión Educativa 
Local 
 

9. CUMPLIR con supervisar y monitorear la adecuada implementación de la estrategia 
“Aprendo en casa” en sus respectivos ámbitos territoriales, con particular énfasis en 
las zonas rurales y en instituciones educativas de la educación intercultural bilingüe, 
así como el servicio educativo a distancia brindado por colegios privados. 
 

10. SUPERVISAR la efectiva ejecución de los recursos destinados para la adquisición de 
los kits de higiene, por parte de los directores de las instituciones educativas 
públicas en todas las modalidades de la educación básica. 

  
11. GARANTIZAR condiciones mínimas de sanidad y seguridad en los locales escolares, 

adoptando las medidas necesarias para una adecuada implementación de los 
servicios públicos de agua y desagüe.   

 
12. SUPERVISAR que los centros educativos privados cumplan con presentar y adaptar 

su Plan de Recuperación de clases, cumpliendo las orientaciones y especificaciones 
de la Resolución Ministerial N° 160-2020-MINEDU, así como las Resoluciones 
Viceministeriales N° 90 y 93-2020-MINEDU.  
 

13. REPORTAR al Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Propiedad 
Intelectual la relación de centros educativos privados que no cumplieron con 
presentar su respectivo Plan de Recuperación de clases.  

 
 
Al Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Propiedad Intelectual 

 
14. INICIAR procedimiento administrativo sancionador a los colegios privados que no 

cumplieron con presentar o no ejecutaron su Plan de Recuperación, a partir de la 
información que le proporcionen las Unidades de Gestión Educativa Local. 

 
Lima, 19 de agosto del 2020 


